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Villahermosa, Tabasco, a 29 de noviembre de 2013.

PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO,
P R E S E N T E

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tabasco, con fundamento
en lo dispuesto por el artículo 4 de la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de Tabasco; así como en los numerales 1, 3, 6 fracción III, 15 fracción
VII, 32, 44, 46 y 49 de la Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, ha
examinado los elementos contenidos en el expediente de queja número
1337/2008, relacionado con el caso presentado por el C. JCGG y vistos los
siguientes:

I.- O B S E R V A C I O N E S

Este Organismo Público de acuerdo a las atribuciones y facultades previstas
por el artículo 4 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Tabasco, los artículos 6 fracción II inciso A), 42 y 44 de la Ley de la Comisión
Estatal de los Derechos Humanos y 17 de su Reglamento Interno, inició, investigó
e integró la queja presentada por el señor RCF, por presuntas violaciones a los
derechos humanos en su agravio, por lo que a continuación se procede a analizar
y valorar todas y cada una de las constancias que integran el expediente de queja
que nos ocupa, formulándose los razonamientos y fundamentos lógico-jurídicos
que a continuación se detallan:

Datos Preliminares

El 03 de diciembre de 2008, se recibió el escrito de queja signado por el C.
RCF, quien señaló en esencia, que sufrió un accidente de tránsito el 05 de
noviembre de 2008 y conoció de tales hechos la Agencia del Ministerio Público
Auxiliar de la Procuraduría General de Justicia del Estado iniciándose la
Averiguación Previa número AP-VHSA-AUX-57/2008, pero debido a asuntos de
competencia, quien debe conocer de la indagatoria es la Agencia del Ministerio
Público del municipio de Cárdenas, pero que la Agencia Auxiliar del Ministerio
Público nunca envió el oficio a la Agencia del Ministerio Público de Cárdenas, y
hasta la fecha no le ha sido notificado si dicha averiguación previa se envió. Que
acudió el 19 de noviembre de 2008 a la cuarta Agencia del Ministerio Público de
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Cárdenas, Tabasco, así como a la especial, a efectos que le informaran si ya
habían enviado la indagatoria AP-VHSA-AUX-57/2008, pero que hasta la fecha no
es atendido por el agente del ministerio público y no sabe quién va a conocer de la
indagatoria con lo cual lo dejan en estado de indefensión. Por lo que solicitó la
intervención de este organismo Público a efecto de que su derecho se vea
resarcido y pueda tener acceso a la justicia de manera pronta y expedita y en su
momento oportuno a la reparación del daño por parte del probable responsable del
hecho delictuoso.

Tomando en consideración lo señalado por el quejoso en su escrito inicial de
queja y para darle una debida atención  a su inconformidad; de acuerdo a lo
establecido en la Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos el cual refiere
que desde el momento en que admita la queja personal adscrito a este organismo
Protector y Defensor de los Derechos Humanos se pondrá en contacto inmediato
con la autoridad señalada como responsable de la presunta violación a los
derechos humanos para intentar lograr una conciliación entre las partes
involucradas; en este caso particular la licenciada MSML el día 20 de mayo de
2009, se comunicó vía telefónica con la licenciada MCRA, quien en ese entonces
era la Directora de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del
Estado, con la finalidad de solicitarle una cita para reunirse con el Agente de
Ministerio Público Investigador de la Cuarta Agencia radicada en el municipio de
Cárdenas, Tabasco, concertando la reunión el día 29 de mayo de 2009 en un
horario de las 18:30 horas.

En ese orden de ideas el día 29 de mayo de 2009, la licenciada MSML, se
constituyó a la instalaciones de la Primera Agencia de Ministerio Público del
Municipio de Cárdenas, Tabasco; por lo que al tener a la vista al C. RCF, este le
refirió que  solicita que  le  sean  contestados  los  catorces escritos  signados al
Agente de Ministerio Público Investigador que conoce de la indagatoria en
comento, por lo que no tiene el deseo de llegar a una conciliación con la parte
presuntamente responsable, solicitando sea integrado debidamente el expediente
de queja y se proceda conforme a derecho. De igual manera, al entrevistarse con
el licenciado GCC agente de Ministerio Público Investigador adscrito a la Primera
Agencia de Ministerio Público del municipio de Cárdenas, Tabasco, quien estuvo
conforme con la conciliación y explicarle al C. RCF sus derechos constitucionales
e informarle el estado que guarda la averiguación previa CAR-I-38/2009 en la
presencia de su asesor jurídico; debido a la negativa del quejoso a llegar a una
conciliación con la autoridad señalada como responsable y está representado por
el Representante Social mismo que se negó a contestar los catorces escritos
signados por el quejoso, señalando que por ello iba a ponerle a la vista la
indagatoria en comento y al no llegar a un acuerdo conciliatorio entre las partes,
se procedió a continuar con la integración del expediente de queja.

Por lo anterior se continuó con la tramitación legal del expediente de queja,
por lo que a hacerse un análisis de las constancias que obran en el mismo, el día
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23 de junio de 2009, se concluyó en emitir propuesta de conciliación número
62/2009, que entre otras situaciones refiere: “…Se instruya al Representante
Social que actualmente conozca en torno a la indagatoria número CAR-I-
038/2009, a efectos que a la brevedad posible se le explique detalladamente a la
parte denunciante, el estado de la misma; se le informe la atención y/o el acuerdo
que haya recaído a cada uno de los escritos signados por el quejoso (anexos); así
como, se realicen las actuaciones que estimen susceptibles de realizarse para su
debida integración y se proceda a su total determinación…”

En atención a la propuesta de conciliación, en ese entonces la Directora de
Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de
Tabasco, la Licenciada MPV, mediante el oficio PGJ/DDH/3212/2009 de fecha 07
de julio de 2009, manifestó la aceptación de la propuesta de mérito.

El 19 de abril de 2010, se recibió en esta Comisión Estatal, el oficio
PGJ/DDH/1305/2010, de fecha 16 de abril de 2010, signado por la licenciada
MPV, otrora Directora de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de
Justicia del Estado, mediante el cual remite en vía de cumplimiento de la
propuesta de conciliación 062/2009, copia fotostática del oficio 1468, signado por
el licenciado GCC, donde envía copias debidamente cotejadas de las diligencias
que se han realizado en la averiguación previa número CAR-I-038/2009.

Debido a que no obran constancias en el expediente de queja, con relación
al oficio PGJ/DDH/1305/2010 signado por la licenciada MPV en ese entonces
Directora de Derechos de la Procuraduría General de Justicia del Estado, el día 12
de octubre de 2010, la C. GBSF, en ese entonces, Coordinadora de Seguimiento
de Quejas y Recomendaciones, de este Organismo Público, mediante el oficio
número CEDH/CSQYR-152/2010, solicitó a la licenciada MPV, otrora Directora de
los Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de
Tabasco, remita el documental probatorio en relación al cumplimiento del punto
único de la propuesta de conciliación 062/2009, consistentes en las copias de los
acuerdos que hayan recaído a cada uno de los escritos signados por el C. RCF,
así como copia de la determinación de la averiguación previa número CAR-I-
038/2009.

Relacionado con lo anterior el día 15 de diciembre de 2010, compareció el C.
RCF, ante la licenciada SMCR en ese entonces visitadora adjunta de este
organismo público, y en uso de la voz, entre otras situaciones refirió el agraviado
que hasta la presente fecha no se ha determinado la averiguación previa CAR-I-
0038/2009, porque el representante social y la licenciada PACG, asesora jurídica
quieren que se realice una reconstrucción de hechos, circunstancia con la cual
está inconforme, porque con dicha diligencia solo pretenden que se prolongue la
integración de la indagatoria, aunado a que el, y con los testimonios aportados
confirma su dicho; además de lo anterior, mencionó que tuvo que solicitar el
auxilio del Gobernador y de la Defensoría de oficio, para que el ministerio público
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le recibiera un certificado médico, alegando que no está de acuerdo con el
dictamen, que el diagnóstico es falso y que no era válido porque al final se
concluye como “enfermedad no profesional”; mismo que no tiene certeza de
haberse agregado, ya que esta prueba documental la entregó en el Despacho del
C. Procurador, mediante un escrito. Máxime, que no se le notificaron los acuerdos
recaídos a sus escritos, ni el desahogo de las diligencias solicitadas; en ese
sentido, presentó escrito ante este Organismo Público, donde solicitó se emita
recomendación, por las irregularidades que están cometiendo en la averiguación
previa.

De igual manera el día 11 de enero de 2010, nuevamente compareció el C.
RCF ante la licenciada OCLP en ese entonces visitadora adjunta de este
organismo local, quien refirió que el motivo de su comparecencia es para señalar
que hasta la presente fecha no se le ha hecho justicia debido a que no han sido
atendidas sus peticiones, por mencionar un ejemplo muestra escrito de fecha 07
de abril de 2010, donde solicita al agente de ministerio público de Cárdenas,
Tabasco, comparezca el C. JARR, dueño o chofer conductor del taxi #54, pese a
que en el mismo escrito proporcionó los datos para su localización y así como esa
solicitud, ha presentado diversos escritos con sus peticiones y no han acordado
nada y no le han sido notificado. Manifiesta que aun su averiguación previa
continúa en trámite debido a que la autoridad le indica que aún falta desahogar la
diligencia de reconstrucción de hechos, misma que según dicho de la misma
autoridad se ha llevado a cabo en 2 ocasiones, siendo falsa esa aseveración ya
que ni sus testigos ni él han sido notificados de dicha diligencia e incluso la rúbrica
donde supuestamente se lleva a cabo la notificación puede ser cotejada con un
perito, ya que menciona que no le pertenece, de igual forma agrega que debido a
todas esas irregularidades acudió a la contraloría interna de la Procuraduría donde
se inició el procedimiento administrativo 260/2009, donde he acudido con fecha 14
de junio de 2010 a las 13:00 horas, a solicitar informes y ver su trámite, sin que se
le diga algo al respecto, siendo la última fecha en la que compareció el día 03 de
agosto de 2010, obteniendo los mismos resultados, motivo por el cual se dirigió a
este Organismo para solicitar en base  a los derechos constitucionales la
reapertura del expediente en mención y así se esté en condiciones de emitir o
formular una recomendación a la Procuraduría General de Justicia del Estado, ya
que no fue atendida la propuesta emitida por este Organismo Público, siendo todo
lo que desea manifestar.

Atento a lo anterior de acuerdo  a lo establecido por el artículo 107 del
Reglamento Interno de este Organismo Local se acordó la reapertura del
expediente de queja, debido a que la autoridad señalada como responsable sólo
remitió copias de la indagatoria número 038/2009, sin enviar informe acerca del
cumplimiento que se le da al resolutivo único de la Propuesta de Conciliación
número 062/2009; de la misma manera se observa que no se le dio cabal
cumplimiento a la misma, excediéndose del término que marca el precepto legal
comentado anteriormente.
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Por lo que se continuó con la integración del expediente de queja número
1337/2008, y se requirió a la autoridad señalada como responsable información
con respecto al seguimiento de la propuesta de conciliación, recibiéndose el día 20
de abril de 2011 ante este organismo, el oficio número PGJ/DDH/2001/2011,
signado por la licenciada MPV en ese entonces Directora de Derechos Humanos
de la Procuraduría General de Justicia del Estado en el que adjuntó el original del
oficio número 710, signado por la licenciada MSMP, por lo cual informa se mandó
a citar al quejoso RCF para el día 27 de abril de 2011, con la finalidad de darle a
conocer el estado que guarda la averiguación previa número CAR-I-038/2009.

Aunado a lo anterior, el día 26 de abril de 2011, personal adscrito a este
organismo local licenciada OCLP recibió una llamada telefónica por parte del C.
RCF, con la finalidad de conocer el estado del presente sumario de mérito, a quien
le hago de conocimiento que con fecha 20 de abril de 2011, se recibió informe de
parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco, donde
manifiestan que se le citó con fecha 27 de abril del 2011 a las 10:00 horas, a
efectos que comparezca en la Agencia de Ministerio Público, con la finalidad de
darle a conocer el estado que guarda la averiguación previa CAR-I-038/2009,
refiriendo el quejoso que él no ha sido notificado por parte de la Agencia pero que
comparecerá el día de mañana, ya que el tiempo transcurrido sin que se le haga
justicia transgrede sus derechos humanos.

Por lo anterior, el  licenciado PFCA, en ese entonces Segundo Visitador
General signó el oficio número CEDH/2V-1170/2011, de fecha 25 de abril de 2011,
a la licenciada MPV en ese entonces, Directora de Derechos Humanos de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco, donde le requiere copia
debidamente cotejadas, foliadas y  selladas de la averiguación previa número
CAR-I-038/2009.

El día 17 de mayo de 2011, mediante el oficio número PGJ/DDH/2459/2011
la licenciada MPV en ese entonces Directora de Derechos Humanos de la
Procuraduría General de Justicia manifestó adjunto al presente original del oficio
816, signado por la licenciada MSMP; por medio del cual informa que con fecha 27
de abril de 2011 se le explicó detalladamente el estado que guarda la averiguación
previa número
CAR-I-038/2009 al quejoso RCF.

En atención al oficio PGJ/DDH/2459/2011 de fecha 17 de mayo de 2011,
mediante el cual informa que se le dio a conocer detalladamente el estado que
guarda la averiguación previa número CAR-I-038/2009 al quejoso RCF, el
licenciado PFCA en ese entonces  Segundo Visitador General solicitó a la
licenciada MPV en ese entonces, Directora de Derechos Humanos de la
Procuraduría General de Justicia del Estado remita copia de la constancia y/o
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documento que se haya realizado el día 27 de abril de 2011, con motivo de la
explicación realizada al quejoso RCF.

El día 29 de agosto de 2011, se recibió el oficio PGJ/DDH/4425/2010
signado por la licenciada MPV en ese entonces Directora de Derechos Humanos
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco, señalando que le
es imposible dar respuesta a lo peticionado en razón de que la indagatoria en
comento consta de 5 tomos, conteniendo 1700 páginas, por lo que iría en contra
del acuerdo que tiene por objeto establecer medidas de racionalidad, austeridad y
disciplina presupuestaria que se observa en la Administración Pública Estatal,
para ahorrar recursos y optimizar el gasto público en el periodo 2007-2012
decretado por el gobierno del Estado de Tabasco; solo autorizando poner a la
vista en esa Dirección, la averiguación previa antes mencionada, para que el
personal de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, se informe del contenido
de la indagatoria.

Por lo anterior, en contestación al oficio número PGJ/DDH/4425/2010, de
fecha 29 de agosto de 2011, signado por la licenciada MPV en ese entonces
Directora de Derechos Humanos de la  Procuraduría General de Justicia del
Estado de Tabasco, mediante el oficio número CEDH/2V-2355/2011 de fecha 05
de septiembre de 2011 el licenciado PFCA otrora Segundo Visitador General de
este Organismo Local indica que el acuerdo al que alude en su literalidad, de
ninguna manera exime a las autoridades de cumplir con sus responsabilidades
legales.

Atento a ello, el día 19 de septiembre de 2011, se recibió en este Organismo
Local el oficio número PGJ/DDH/4718/2011, signado por la licenciada MPV en ese
entonces Directora de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia
del Estado de Tabasco quien entre otras situaciones refiere que jurídicamente no
le es posible remitir copias de la Averiguación Previa CAR-I-038/2011, por el sigilo
que se debe guardar en la misma.

El 03 de octubre de 2011, la licenciada OCLP, en ese entonces, Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, hizo un acta circunstanciada, que
a la letra dice: “…Que la fecha y hora antes mencionada, me  comunique al
número 3 13 35 50 extensión 1221, que corresponde a la Dirección de Derechos
Humanos de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, a fin de darle
seguimiento a los requerimientos vencidos de solicitudes de informe, indicándome
la persona que me atiende que se están realizando los trámites necesarios para
poder estar en condiciones de proporcionar las copias solicitadas…”

El 26 de octubre de 2011, la licenciada OCLP, en ese entonces, Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, realizó un acta circunstanciada, en
la que asentó:“…Que la fecha y hora antes mencionada, me constituí en las
instalaciones que ocupan a la Dirección de Derechos Humanos de la Procuraduría
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General de Justicia en el Estado, a fin de darle seguimiento a los requerimientos
vencidos de solicitudes de informe, donde me entreviste con personal de dicha
área, a quien de forma específica le indique que para esta Visitaduría General son
necesarias las copias completas de la indagatoria CAR-I-038/2009, en virtud de la
naturaleza de la inconformidad del quejoso, manifestando la persona que me
atiende que se harán los trámites correspondientes a fin de estar en condiciones
de atender lo solicitado…”

El 15 de noviembre de 2011, la licenciada OCLP, en ese entonces, Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, hizo un acta circunstanciada,
refiere:“…Que la fecha y hora antes mencionada, me comunique al número 3 13
35 50 extensión 1221, que corresponde a la Dirección de Derechos Humanos de
la Procuraduría General de Justicia en el Estado, a fin de darle seguimiento a los
requerimientos vencidos de solicitudes de informe y a lo comentado el día 26 de
octubre del presente año, indicando la persona que me atiende que se están
realizando los trámites necesarios debido a que la averiguación previa consta de
varios tomos y se llevan un tiempo considerable en obtener las copias de la
averiguación completa…”

El 06 de diciembre de 2011, la licenciada OCLP, en ese entonces, Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, elaboro un acta circunstanciada,
que dice:“…Que la fecha y hora antes mencionada, me constituí en las
instalaciones que ocupan a la Dirección de Derechos Humanos de la Procuraduría
General de Justicia en el Estado, a fin de darle seguimiento a los requerimientos
vencidos de solicitudes de informe, donde me entreviste con la titular de dicha
área, quien me refiere que por el momento no están en condiciones de darle
cumplimiento a lo requerido, debido a que la indagatoria se regresó a la agencia
en virtud de las actuaciones que se están realizando, sin embargo, indica que los
tramites se están efectuando para estar en condiciones necesarias para dar
cumplimiento a lo solicitado…”

El 06 de enero de 2012, se recibió en esta Comisión Estatal, el oficio
PGJ/DDH/043/2012, de fecha 05 de enero de 2012, signado por la licenciada
MPV, Directora de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia
del Estado, mediante el cual refiere remitir el original del oficio 006/2012, signado
por la licenciada MSP, agente del Ministerio Público Investigador adscrito a la
Primera Delegación de Cárdenas, Tabasco, con el que envía el último acuerdo
recaído en la Averiguación Previa CAR-I-038/2009; no obstante sólo remite dicho
acuerdo, más no así el oficio 006/2012.

El 22 de marzo de 2012, la licenciada PPJO, en ese entonces Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, realizó un acta circunstanciada, en
la que apuntó:“…Que siendo la hora y fecha señalada en el encabezado de la
presente acta, la suscrita se comunicó al número telefónico 3136550 extensión
1221 que corresponde al área de Derechos Humanos de la Procuraduría General
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de Justicia del Estado de Tabasco, seguidamente atiende mi llamada telefónica el
licenciado JP, a quien le solicito tenga a bien comunicarme con la licenciada MPV,
informando que la referida no se encuentra en este momento en la oficina, por lo
que la suscrita procede a reiterar la petición realizada a dicha dirección mediante
el oficio CEDH/2V-1048/2012 relativo al expediente de queja 1337/2008, por lo
que en el uso de la voz manifestó: “Ya se tramito licenciada se les dé el acceso a
la averiguación previa, sin embargo no hemos tenido respuesta por parte de la
agencia correspondiente en virtud que ésta es foránea y es un poco más tardado
realizar trámites con las agencias que se encuentran fuera de la ciudad, pero en
cuanto tengamos el dato se los aremos llegar”. Sentado lo anterior, procedo a
levantar la presente acta para los efectos legales a que haya lugar…”

El 05 de abril de 2012, la licenciada PPJO, en ese entonces Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, realizó un acta circunstanciada, en
la que apuntó: “…Que siendo la hora y fecha señalada en el encabezado de la
presente acta, la suscrita se comunicó al número telefónico 3136550 extensión
1221 que corresponde al área de Derechos Humanos de la Procuraduría General
de Justicia del Estado de Tabasco, seguidamente atiende mi llamada una voz del
género femenino quien dice ser Beni secretaria del área antes mencionada a
quien previa identificación de mi parte  como personal adscrito a este órgano
Protector y Defensor de los Derechos Humanos solicito tenga a bien comunicarme
con la directora del área, manifestándome que por el momento no se encuentra,
por lo que transcurrido algunos segundos atiende mi llamada el licenciado JP, por
lo que la  suscrita procede a reiterar  la petición realizada a dicha dirección
mediante el oficio CEDH/2V-1048/2012 y la llamada telefónica de fecha 22 de
marzo del año en curso, relacionada con el presente sumario de mérito, por lo que
en el uso de la voz manifestó: “ya se solicitó a la agencia ministerial sin embargo
no la han mandado, pero al término de esta llamada me comunico para preguntar
ver que paso y le informo”. - Transcurrido el tiempo y siendo las 14:25 minutos la
suscrita se comunica de nueva cuenta al número telefónico descritos en líneas
anteriores que corresponde a la dirección de Derechos Humanos de la
Procuraduría, por lo que previos tramites atiende mi llamada el licenciado JP, a
quien reitero mi petición, informándome el citado licenciado que en los próximos
días remitirán a este Órgano Protector y Defensor de los Derechos Humanos lo
peticionado, toda vez que así se lo informaron en la agencia ministerial…”

El 12 de abril de 2012, la licenciada PPJO, en ese entonces Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, realizó un acta circunstanciada, en
la que apunto:“…Que siendo la hora y fecha señalada en el encabezado de la
presente acta, la suscrita me constituí en las instalaciones que ocupa la
Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco, específicamente a la
oficina del subprocurador de procesos de la referida institución, en donde previos
tramites e identificación de mi persona como visitadora adjunta de esta Comisión
Estatal me entrevisto con una persona del género femenino quien dice ser la
secretaria del dicha oficina a quien le solicito tenga a bien realizar lo conducente
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para que la suscrita se entreviste con el maestro MSO a efectos de tener una
conversación en atención a la queja 1337/2008, por lo que transcurrido unos
minutos dicha persona me informa que no es posible sea atendida por el
subprocurador toda vez que se encuentra en una reunión, sin embargo me
canaliza al área de Derechos Humanos de dicha institución refiriéndome es el
enlace con esta Comisión Estatal y en consecuencia la encargada de atender la
peticiones realizadas por este organismo público.- Visto el contenido de las líneas
anteriores me constituyo a las oficinas que ocupa la Dirección de Derechos
Humanos de la Procuraduría, en donde previo tramite me entrevisto con el
licenciado JP, encargado del área, toda vez que no se encuentra la titular, por lo
que previos tramites le solicito me proporciones la información solicitada mediante
el oficio
CEDH/2V-1048/2012, y las llamadas de fecha 22 de marzo y 05 de abril del
presente año, en relación a que se nos dé el acceso a la indagatoria relacionada
con los hechos de queja, por lo que me expone que la dirección de derechos
humanos a realizado las gestiones pertinentes, pero que no han tenido la
respuesta toda vez que se trata de una agencia foránea y tardan en llegar los
documentos a la procuraduría, pero que una vez tengan por recibida la
información tendrán a bien remitirla a esta Comisión Estatal. Sentado lo anterior,
procedo a levantar la presente acta para los efectos legales a que haya lugar…”

El 24 de abril de 2012, se recibió en esta Comisión Estatal, el oficio
PGJ/DDH/3291/2011, de fecha 23 de abril de 2012, signado por la licenciada
MPV, Directora de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia
del Estado, con el cual remite el original del oficio número PGJ/DCP/859/2012,
firmado por el licenciado CMR, Director de Control de Procesos, por medio del
cual envía copia del oficio 33 relacionado con la consignación de la averiguación
previa número CAR-I-038/2009 al juzgado penal del municipio de Cárdenas,
Tabasco.

Debido a lo anterior el 30 de abril de 2012, la licenciada PPJO, en ese
entonces Segunda Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, formuló un acta
circunstanciada, en la que registro lo siguiente:“…Que siendo la hora y fecha
señalada en el encabezado de la presente acta, se  recibe en esta  Segunda
Visitaduría una llamada telefónica de parte del licenciado JP persona adscrita la
Dirección de Derechos  Humanos de la  Procuraduría General de Justicia  Del
estado de Tabasco, quien me informa que el número de causa penal que recayó a
la averiguación previa CAR-I-038/2009, es la 51 de 2012, radicada en el juzgado
segundo penal del municipio de cárdenas Tabasco.

El 09 de mayo de 2012, la licenciada PPJO, otrora Segunda  Visitadora
Adjunta, de este Organismo Público, elaboro un acta circunstanciada, que
transcrita a la letra dice:“…1.- Escrito presentado por el C. RCF de fecha 08 de
2008, mediante el cual solicita textualmente, “…así mismo solicito a la PGJ del
estado de tabasco haga las investigaciones pertinentes para que se haga el
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evalúo correspondiente de daños causados: físicos, morales, emocionales y
materiales causados a mi persona…” (Sic); “…y ordenando a la policía ministerial
avocarse a la búsqueda de dicho agresor…” (Sic); documento que  solo obra
agregado; -acuerdo de orden de investigación de fecha 07 de enero de 2009,
mediante el cual se ordena girar oficio al director de la policía ministerial del
Estado, para que se investigue el nombre y domicilio del propietario del taxi
número 64, así como el nombre y domicilio de los responsables; -acuerdo de
avalúo de daños y fijaciones fotográficas de vehículo, de fecha 07 de enero de
2009, mediante el cual se ordena girar oficio al director de los servicios periciales,
a efectos que nombren peritos en la materia para que se practiquen avaluó de
daños y fijaciones fotográficas, toma de muestras de pinturas, dinámica del
impacto de vehículo motocicleta marca itálica.

2.- Escrito de fecha 16 de enero de 2009, signado por el C. RCF, con el cual
ofrece 9 fotografías a colores, con la finalidad que sean agregadas a la
averiguación previa CAR-1-038/2009; documento que es agregado mediante
Constancia de fecha 30 de enero de 2009, con sus respectivos anexos.

3.- Escrito de fecha 09 de febrero de 2009, signado por el C. RCF, mediante
el cual ofrece recetas médicas con la finalidad que sean agregadas a la
averiguación previa CAR-1-038/2009; documento que es agregado mediante
constancia de fecha 19 de febrero de 2009, con sus respectivos anexos.

4.- Escrito de fecha 029 de febrero de 2009, signado por el C. RCF, mediante
el cual ofrece original y copias simples de un documento con logo de la clínica del
Carmen, con la finalidad que sean agregadas a la averiguación previa CAR-1-
038/2009; mismo que es agregado mediante constancia de fecha 03 de marzo de
2009, para que surtan sus efectos legales conducentes.

5.- Escrito de fecha 14 de febrero de 2009, signado por el C. RCF, con el que
aporta recetas médicas, boletos de transporte, entre otros, mismo que es
agregado mediante constancia de fecha 19 de febrero de 2009, para que surtan
sus efectos legales conducentes.

6.- Escrito de fecha 14 de febrero de 2009, signado por el C. RCF, con el que
ofrece un total de  cuatro diagnósticos médicos; documento que solo obra
agregado toda vez que no se advierte constancia alguna que haga referencia de
tal hecho.

7.- Escrito de fecha 16 de febrero de 2009, firmado por el C. RCF, solicitando
se gire instrucciones a quien corresponda a efectos que se inspecciones el taxi
color azul número económico 64 placas número 48-42 VMB; documento que es
agregado mediante constancia de fecha 19 de febrero de 2009 y mediante el
acuerdo de fecha 19 de febrero de 2009, el representante social ordena girar oficio
al Director de los Servicios Periciales para que realicen rastreo criminalístico al taxi
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relacionado con los hechos, en relación a lo anterior obra el oficio número 52 de
fecha 02 de marzo de 2009, con el cual rinde informe el director de los servicios
periciales en relación a la inspección realizada al vehículo.

8.- Escrito de fecha 04 de marzo de 2009, firmado por el C. RCF, con el cual
agrega documentos, tales como comprobantes de gastos y recetas médicas,
agregado mediante constancia de fecha 13 de agosto de 2009, para que surtan
sus efectos legales conducentes.

9.- Escrito de fecha 27 de marzo de 2009, signado por el C. RCF, mediante
el cual solicita se le expidan  copias a  su costa de  las declaraciones de  sus
testigos, documento que es agregado mediante constancia de fecha 31 de marzo
de 2009; así también existe el acuerdo de fecha 31 de marzo de 2009 a través del
cual el representante legal autoriza se expidan las copias solicitadas por el
ofendido RCF, sin embargo, no obra documento alguno que de fe, de que se haya
notificado al interesado tal acuerdo, así como de constancia que acredite que las
haya recibido.

10.- Escrito de fecha 30 de marzo de 2009, elaborado por el C. RCF,
mediante el cual solicita se realice una reconstrucción de hechos basado en
testimonios y pruebas existentes, asimismo expresa aportar como  testigo al
C.OTR; escrito que es agregado mediante constancia de fecha 31 de marzo de
2009; en relación a lo anterior obra el Acuerdo para realizar diligencia y girar
oficios, de fecha 26 de marzo de 2010, en el que se advierte que el agente del
ministerio público ordena se realice la inspección ocular y fe ministerial en su
modalidad de reconstrucción de hechos, para el día 13 de abril de 2010,
notificando al interesado mediante el oficio 423 de fecha 26 de marzo de 2010. Por
otro lado obra la declaración del C.OTR, a través del acuerdo de fecha 26 de
noviembre de 2010.

11.- Escrito de fecha 03 de abril de 2009, presentado por el ofendido RCF,
mismo que es agregado mediante constancia de fecha 30 de abril de 2009, y al
que le da respuesta el representante social, mediante acuerdo de fecha 03 de abril
de 2009, en los siguientes términos “…Hacérsele saber al C. RCF, que en cuanto
a lo solicitado en su escrito fechado el día tres de abril del mes de abril de 2009,
que en cuanto al punto a lo solicitado en el 1.- se le informa que obra el avalúo de
daños de fecha 15 de enero de 2009, signado al suscrito por el C. MLV, en donde
remite avalúo de daños, y costo comercial, no así las fijaciones fotográficas que se
le solicitan, referente al punto 2.- le informo que con fecha 17 de febrero del
presente año, se le solicito al C. perito de los servicios periciales en donde se le
solicito un rastreo criminalístico de dicha motocicleta y vehículo, informándonos el
perito HVS, que al constituirse a dicho reten el vehículo y la motocicleta no se
encuentran, en cuanto al punto 3.- con fecha 20 de abril del presente año, se le
acordaron lo favorable lo solicitado, referente al punto 4.- le informo que su
asesora sigue siendo la Lic. PACD, en razón que el abogado que
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nombro en su escrito no compareció a protestar el cargo, en cuanto al punto 5.- Se
le informa que obra en la presente averiguación previa constancias donde se
anexaran las referentes fijaciones fotográficas, en relación al punto 6 de su escrito,
se le hace saber que no se acuerda favorable lo peticionado en razón de que a
criterio del suscrito no es relevante para la integración de la presente averiguación
previa, que en el punto 7.- se acuerda girar atento oficio al c. encargado de la
unión de taxis de esta ciudad para los efectos de que me informe por escrito el
nombre de la persona que se encontraba de checador en el ADO el día cinco de
noviembre de 2008, a las 21:30 horas, referente al punto 8.- se le informa que ya
obra en la averiguación previa constancia del in forme de hechos, que en relación
al punto 9, ya obra en autos la constancia de dicho informe  solicitado, que
referente a lo solicitado en el punto 10, le informo que no se acordó lo favorable en
razón que el elemento de la Policía Estatal de Caminos no estuvo en el lugar de
los hechos, por lo que a criterio del suscrito no es relevante para la integración de
la presente averiguación previa, que en relación a lo solicitado en el punto 11 de
su escrito se le hace conocimiento que con fecha 15 de enero del presente año
fueron valuados los daños que presenta la motocicleta en relación, por el perito de
los servicios periciales MLV, pericial que obra en autos  y que puede checar
personalmente o su asesor jurídico, y que en relación al punto número 12, todas y
cada una de sus pruebas aportadas serán tomadas en cuenta al momento de
resolver la presente averiguación previa, como se han tomado en cuenta todos y
cada uno de los puntos solicitados en su escrito de fecha 3 de abril del presente
año, y los cuales el suscrito a su criterio le da contestación, acuerdo que se hace
saber para su conocimiento así como a su asesor jurídico Lic. PAGC, quien ha
estado presente en toda y cada una de sus diligencias…” (Sic); se hace constar
que en el acuerdo descrito en líneas anteriores obra firma del agente del ministerio
público y de sus secretarios, mas no del ofendido, por otro lado no existe
constancia se le haya notificado el mismo al interesado, así como tampoco existe
pronunciamiento en relación a los puntos 13 y 14 del escrito presentado por el c.
RCF.

12.- Obra el escrito de fecha 13 de abril de 2009, rubricado por el C. RCF, a
través del cual agrega documentos como boletos de pasaje, receta médica entre
otros, mismo que es agregado en la constancia de fecha 21 de abril de 2009.

13.- Escrito de fecha 14 de noviembre de 2011, elaborado por el C. RCF y
dirigido al Procurador de Justicia del Estado, con el que solicita que el perito
médico legista de la Procuraduría General de justicia le de valor estimativo a las
lesiones infringidas en su persona, escrito que es agregado mediante constancia
de fecha 30 de noviembre de 2011; en relación a lo anterior existe el acuerdo de
fecha 01 de enero de 2011, en el que el representante social ordena girar oficio al
perito médico legista en turno, para efecto que reclasifiquen las lesiones.

14.- Escrito de fecha 07 de abril de 2010, elaborado por el C. RCF, agregado
mediante constancia de fecha 12 de abril de 2010, en el que solicita se haga
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comparecer a los CC. TRR o JARR; por otro lado obra el acuerdo ministerial de
fecha 12 de abril de 2010, en el que ordena girar oficio o cedula de cita única al C.
TRR o JARR, para que se presenten el día 21 de abril de 2009 a las 11 horas y
rindan su declaración ministerial; así también obra el Acuerdo de declaración de
una persona relacionada con los hechos de fecha 26 de octubre de 2010, en el
que se contempla la declaración del C. TRR y el Acuerdo de declaración de una
persona relacionada con los hechos de fecha 27 de octubre de 2010, en el que se
contempla la declaración del C. JARR.- Obra constancia de fecha 27 de abril de
2011, de la que se desprende textualmente “…que se encuentra presente ante
esta representación el C. RCF en compañía de la asesora jurídica Lic. PACD, en
ausencia de su asesor particular, y a quienes mediante lectura se le hace saber el
estado que actualmente guarda la averiguación previa así como de todos los
acuerdos que han recaído en autos…” (Sic), se enmarca que en dicha constancia
no obra firma de los ofendido ni de la asesora jurídica, únicamente obran la del
ministerio público y sus secretarios.- Por otro lado, es considerable hacer mención
que del auto de fecha 12 de abril de 2012, que corresponde a la causa 51/2012 y
en la parte del Considerando se lee textualmente lo siguiente: “…Por ende es
evidente que el ministerio público actúo deficiente, porque no cumplió con su
obligación de aportar los elementos de convicción necesarios para sustentar el
ejercicio de la acción penal; por lo que, ante la falta de las pruebas concretas
respecto a la existencia de la conducta atribuida al indiciado, así como de la
probable responsabilidad de éste, en orden a la comisión del delito cuya comisión
le imputo resulta apegado a derecho Negar la orden de aprensión…”.

El 25 de mayo de 2012, la licenciada PPJO, en ese entonces Segunda
Visitadora Adjunta, de este Organismo Público, elaboró un acta circunstanciada,
en la que apuntó: “…Que siendo la fecha y hora antes mencionada, la suscrita se
comunicó al número telefónico 9371313125, proporcionado por el quejoso para
ser localizado, por lo que previos tramites atiende mi llamada el C. RCF, a quien le
explico que en pasadas fechas este Organismo Público revisó las constancias que
integran la averiguación previa CAR-I-038/2009; advirtiendo la existencia de una
constancia ministerial de fecha 27 de abril de 2011, de la que textualmente se
desprende lo siguiente: “…que se encuentra presente ante esta representación el
C. RCF en compañía de la asesora jurídica Lic. PACD, en ausencia de su asesor
particular, y a quienes mediante lectura se le hace saber el estado que
actualmente guarda la averiguación previa así como de todos los acuerdos que
han recaído en autos…” y atento a ello le solicito manifieste lo acontecido en dicha
diligencia, por lo que en el uso de la voz dijo “que es totalmente falso porque a mí
no me dijeron nada de lo que dice ahí…”; acto seguido proporciona su domicilio
correcto, Noé de la flor número 88 de la colonia centro, interior 1 del municipio de
cárdenas, tabasco, por el bar el tamarindo; siendo todo lo actuado, se levanta la
presente acta para los efectos legales a que haya lugar…”.

El 25 de mayo de 2012, el licenciado PFCA, otrora Segundo Visitador
General de este Organismo Público, mediante el oficio CEDH/2V-2014/2011,
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solicitó a la licenciada MPV, Directora de los Derechos Humanos de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco; remita un informe en
relación a la actuación de la Asesora Jurídica, licenciada PACD, específicamente
en su intervención en la averiguación previa CAR-I-038/2009, en la diligencia de
fecha 27 de abril de 2011.

El 07 de junio de 2012, se recibió en esta Comisión Estatal, el oficio
PGJ/DDH/4347/2012, de fecha 05 de junio de 2012, signado por la licenciada
MPV, Directora de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia
del Estado, mediante el que remite el oficio número PGJ/DQPDYSC/587/2012;
firmado por el licenciado CBO, Director de Área de la Dirección General de
Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad, por medio del cual envía el acta
elaborada en esa Dirección, en la que se contempla lo manifestado por la asesora
jurídica, licenciada PACD, del cual se desprende lo siguiente: “…estando presente
la Licenciada PACD, misma que fue citada debidamente para comparecer ante los
suscritos, se le concede el uso de la voz para manifestarse sobre los hechos que
se citan en la queja presentada por el Señor RCF, ante la Comisión Estatal de
Derechos Humanos de Tabasco, manifestando lo siguiente: A) Indique si conocía
las constancias de la averiguación previa CAR-I-038/2009, y advirtió que el C.
RCF contaba con asesor particular hasta la fecha 27 de abril de 2011.- Que no
conocía la referida constancia, ya que no estuve presente en la diligencia de fecha
27 de abril de 2011, pero sí sabía que el C. RCF contaba con asesor particular,
siendo el LIC. VMSR el cual tenía protestado el cargo en fecha 07 de octubre de
2010, dentro de la averiguación previa.

B) Indique las razones y/o motivos que dieron origen a su intervención en la
diligencia de fecha 27 de abril de 2011, como asesora jurídica del C. RCF.- Que
desconozco las razones y/o motivos toda vez que no fui debidamente notificada y
no estuve presente en la diligencia de fecha 27 de Abril de 2011, por lo que no
tuve intervención alguna.

C) Indique si proporciono asistencia jurídica al C. RCF durante el desahogo
de la diligencia de fecha 27 de abril de 2011.- No proporcione asistencia jurídica al
ofendido RCF de la diligencia de fecha 27 de abril de 2011, ya que no estuve
presente.

D) Indique en que consistió la asesoría jurídica que proporciono al C. RCF en
la diligencia de fecha 27 de abril de 2011.- No proporcione asesoría jurídica al C.
RCF en la diligencia de fecha 27 de abril de 2011, toda vez que no estuve
presente.

E) Que diga que expreso a efectos de que se plasmara detalladamente en el
acta de fecha 27 de abril de 2011, la explicación que le brindo el ministerio público
al C. RCF, tal y como lo prevee el artículo 34 del código de Procedimientos
Penales de Tabasco.- No exprese nada en la diligencia en el acta de fecha 27 de

14



Privada Las Palmas No. 101 Tels/Fax: (993) 3-15-35-45, 3-15-34-67 y 01 800 000 2334

Fraccionamiento Oropeza cedhtab@prodigy.net.mx

Villahermosa, Tabasco. C.P. 86030 www.cedhtabasco.org.mx

COMISIÓN ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS TABASCO

abril de 2011 ya que no estuve presente en la multicitada diligencia por lo que no
sé qué explicación brindo el Ministerio Publico al ofendido RCF.

F) Indique la razón por la cual no se le concedió el uso de la voz al C. RCF
en la diligencia de fecha 27 de abril de 2011.- Desconozco la razón por la cual no
se le concedió el uso de la voz al C. RCF en la diligencia de fecha 27 de abril de
2011, ya que la de la voz no estuvo presente en dicha diligencia.

G) Indique, de haber estado presente, porque no obra su firma, ni la del C.
RCF en la Constancia de la diligencia de fecha 27 de abril de 2011.- Que
desconozco la diligencia de fecha 27 de abril de dos mil once, toda vez que en
dicha constancia la cual a la letra dice: “Constancia de fecha 27 de abril del año
2011, Se encuentra presente ante esta Representación social el C. RCF, en
compañía Asesora Jurídica LIC. PACD, en ausencia de Asesor Particular, y a
quienes mediante lectura se les hace saber el estado que guarda actualmente la
averiguación previa, así como de todos los acuerdos que han recaído en autos lo
que se hace constar para los efectos legales a que haya lugar”; constancia que es
cerrada y en la que solamente aparece nombre y firma el Agente del Ministerio
Público Adscrita a la Primera Delegación de Cárdenas, Tabasco; LIC. MSMP y sus
testigos LIC. EJST y el C. JMA, por lo que a la suscrita no se le concede el uso de
la voz, y no estampa su firma, porque no estuve presente y toda vez que en dicha
Averiguación Previa, la recuerdo en virtud de que el ofendido RCF presenta queja
con número de procedimiento administrativo 260/2011, en la Dirección de Asuntos
Internos y Contraloría, y en la cual fui citada en fecha 19 de abril de 2011, por lo
que recuerdo la demanda del ofendido RCF, ya que no obra en autos del
expediente acuerdo de cita a la suscrita ni oficio de cita de dicha diligencia de
fecha 27 de Abril de 2011…”.

De los Hechos Acreditados

Omitir dar respuesta a la petición formulada por cualquier
persona en ejercicio de su derecho u Omitir dictar el acuerdo
escrito correspondiente, en respuesta a la petición.

La petición es una solicitud escrita que el ciudadano hace a la autoridad
gubernamental. Analógicamente se puede considerar como petición, cualquier
escrito en el que se solicite una cosa a una autoridad. Siendo el derecho de
petición, un derecho humano que otorga la facultad a cualquier persona, de estar
informado por parte del Estado, conllevando un derecho de satisfacción de una
pretensión, por lo que se entiende que cualquier gobernado que presente una
petición ante una autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta.

De lo anterior se destaca la responsabilidad del ciudadano de formular de
manera pacífica y respetuosa la petición y la obligación de la autoridad de
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realizar la respuesta en un breve término y notificar el acuerdo recaído en forma
personal al gobernado.

En ese entendido, del expediente de queja del C. RCF, se desprende que
acudió en diversas fechas a presentar escritos de peticiones, de manera pacífica y
respetuosa ante el Agente de Ministerio Público que conoció de la averiguación
previa número CAR-I-038/2009.

Siendo el 29 de mayo del 2009, que el peticionario antes citado, proporcionó
a personal de esta Comisión Estatal de Derechos Humanos, copias simples de 14
escritos, en los que solicitaba diversas cosas dentro de la averiguación previa de
mérito, los cuales tenían las siguientes fechas:

1.- 8 de diciembre de 2008
2.- 16 de enero de 2009
3.- 9 de febrero de 2009
4.- 9 de febrero de 2009
5.- 14 de febrero de 2009
6.- 14 de febrero de 2009
7.- 16 de febrero de 2009
8.- 4 de marzo de 2009
9.- 27 de marzo de 2009
10.- 30 de marzo de 2009
11.- 3 de abril de 2009
12.- 13 de abril de 2009
13.- 07 de abril de 2010
14.- 14 de noviembre de 2011

Todos dirigidos al Agente del Ministerio Público adscrito a la Primera
Delegación de Cárdenas Tabasco, en los que se aprecia con claridad el sello de la
Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco, por lo que se tiene por
acreditado lo mencionado en el párrafo previo.

Aunado a lo anterior en fecha 19 de abril del 2010, se recibió en esta
Comisión el oficio PGJ/DDH/1305/2010, mediante el cual se remiten copias de la
averiguación previa CAR-I-038/2009, donde se corrobora, que el servidor público
en cuestión, violentó en repetidas ocasiones el derecho de petición del hoy
quejoso, pues si bien es cierto realizó las algunas actuaciones solicitadas por el
señor RCF, debe recalcarse que la autoridad en cuestión omitió notificar los
acuerdos, además que se puede apreciar dentro de los autos de la averiguación
previa CAR-I-038/2009, que de  los múltiples escritos realizados al Agente de
Ministerio Público Investigador, el único escrito del cual se recepcionó y se le dio
seguimiento cabal conforme a derecho fue el de fecha 30 de marzo de 2009.
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Es menester comentar que el peticionario solicito mediante escrito de fecha 8
de Diciembre del 2008, al agente de mérito, el avalúo de los daños físicos,
morales y sicológicos, siendo necesario para atender a lo solicitado, se realizara
una valoración física por médico especialista en la materia así  como una
valoración psicológica, la cual debe recalcarse jamás se realizó a pesar de haber
sido solicitada por escrito y de ser considerada fundaméntela para acreditar el
delito de lesiones.

Para robustecer lo anterior, personal adscrito a esta Comisión Estatal, llevó a
cabo inspección ocular de la indagatoria de mérito, y dio fe que sólo el escrito de
fecha 30 de marzo de 2009, fue el que se recepcionó, acordó y notificó al hoy
agraviado. De los demás escritos se dio fe, que no se les dio el debido proceso en
cuestión del derecho de petición, ya que estos jamás fueron notificados al C. RCF;
es más, unos solo obran dentro de la averiguación previa, sin que exista su debida
acta donde se agrega a autos, sin embargo, de la referida inspección, se
desprendió que el representante social sí llevó a cabo las peticiones solicitadas,
pero este jamás las acordó, ni mucho menos las notificó a su solicitante, dejándolo
en incertidumbre jurídica, en el entendido que el derecho de petición conlleva la
presentación de una promoción por escrito, la recepción, el acuerdo que recae a la
solicitud y su notificación personal en un breve tiempo. Para mayor valoración se
analiza de la siguiente manera:

Escrito Recepción en
A.P.

Acuerdo Notificación

8 de
diciembre de

2008

NO NO NO

16 de enero de
2009

30/01/2009 SI NO

9 de febrero de
2009

19/02/2009 SI NO

9 de
febrero de 2009

03/03/2009 SI NO

14 de
febrero del 2009

19/02/2009 SI NO

14 de
febrero del 2009

NO NO NO

16 de
febrero del 2009

19/02/2009 NO NO

4 de marzo
del 2009

13/08/2009 SI NO

17



Privada Las Palmas No. 101 Tels/Fax: (993) 3-15-35-45, 3-15-34-67 y 01 800 000 2334

Fraccionamiento Oropeza cedhtab@prodigy.net.mx

Villahermosa, Tabasco. C.P. 86030 www.cedhtabasco.org.mx

COMISIÓN ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS TABASCO

27 de
marzo del 2009

31/03/2009 SI NO

30 de
marzo del 2009

31/03/2009 SI SI
26/03/2010

3 de abril
del 2009

30/04/2009 SI NO

13 de abril
del 2009

21/04/2009 SI NO

14 de
noviembre de

2011

30/11/2011 SI NO

07 de abril
de 2010

12/04/2010 SI NO

Visto lo anterior se concluye, que efectivamente se violentó el derecho
humano de petición del C. RCF, en virtud que el agente del Ministerio Público que
conoció de la indagatoria AP-CAR-I-038/2009, no respetó el debido proceso para
satisfacer la prerrogativa del hoy agraviado, a ser informado del alcance de su
pretensión; y si bien es cierto que dentro de la averiguación previa de mérito, se
llevaron a cabo lo solicitado, esto nunca se notificó fehacientemente, generando
incertidumbre jurídica en el peticionario.

Irregular Integración de la Averiguación Previa

Del expediente en estudio se desprende que, al señor RCF se le violentó su
derecho a la Legalidad y Seguridad Jurídica, en virtud que el agente del Ministerio
Público que conoció   la indagatoria AP-CAR-I-038/2009, fue negligente al
investigar la probable responsabilidad del hecho delictivo.

El Estado como garante de los derechos humanos, deberá prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones que se hagan a estos preceptos
universales inherentes a toda persona, en los términos que establezca la ley, por
lo que para la realización óptima de  lo anterior, el Estado deberá delegar la
pretensión punitiva en una institución que procure justicia a la sociedad, por lo que
se erige la figura del Ministerio Público, el cual tendrá la tarea de investigar los
delitos y ejercitar la acción penal ante la autoridad judicial.

Por otro lado, el C. RCF, al sentirse víctima de hechos que pudiesen
constituir un delito, hizo uso de su derecho de que le procuren justicia, por lo que
buscó su representación ante la figura que el Estado instauró para ello, quedando
plasmado en la primera agencia del Ministerio Público, de Cárdenas, Tabasco,
mediante su querella AP-CAR-I-038/209, lo cual es un requisito de procedibilidad,
para que el Ministerio Público le dé inicio a la indagación de los hechos
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denunciados, debiendo de observar como servidor público al servicio del Estado,
buena fe en la representación del interés social en la investigación de los delitos
de su competencia y demás atribuciones que le confiere la Constitución Federal, la
Constitución del Estado y los ordenamientos Internacionales aplicables; lo cual
como lo hemos visto, no aconteció al caso concreto, en virtud que quedó
acreditado que la representación social fue deficiente, negligente y cadente de
interés en la investigación de los hechos antijurídicos denunciados, ya que al no
actuar conforme derecho, dejó de acumular diligencias que acreditaran la probable
responsabilidad de los hechos denunciados, y no obstante esta omisión, fue
temerario al ejecutar la acción penal, sabiendo que es un elemento sine cua non el
contar con la probable responsabilidad, para que  la autoridad judicial pudiera
instaurar el proceso penal correspondiente.

En ese sentido, la autoridad de mérito al dejar de conducirse conforme la
normativa aplicable, fue negligente en la investigación de los hechos denunciados,
dejando a la vista que no veló por el debido proceso, ni por los intereses del
peticionario que se acercó a la institución constitucionalmente erigida para que se
le procure justicia.

Es de saberse, que el Ministerio Público como representante de la sociedad
no persigue intereses propios o ajenos, sino que realiza la voluntad establecida en
la Constitución, por lo que deberán abstenerse de incurrir en abuso de las
facultades que aquella les confiere y/o dejar de observarlas; por lo que se entiende
que la prestación de ese servicio no debe ser realizado en contravención a los
derechos humanos, lo cual en este caso, con los datos anteriores, quedó de
manifiesto, en virtud que el Ministerio Público de la Agencia Primera de Cárdenas,
Tabasco, que conoció de la averiguación previa AP-CAR-I-038/2009, no respetó el
derecho a la Legalidad y Seguridad Jurídica del C. RCF. Bajo esas circunstancias,
todo servidor público se ve obligado en hacer cumplir la ley con máxima diligencia,
de acorde a sus funciones y atribuciones dentro del ámbito de su competencia y
abstenerse de cualquier acto u omisión que contravenga su encomienda.

Es menester señalar, que el agente del ministerio público está facultado para
investigar sobre los delitos que conozca por querella u oficio, y a la vez obligado a
emitir una determinación que puede ser en el sentido de ejercitar o no la acción
penal, la cual es parte de la certidumbre jurídica que el Estado proporciona al
gobernado, en su procuración de justicia, ya que el ministerio público es el
representante social, y por ende será quien aporte los medio de convicción ante la
autoridad jurisdiccional. Dicho ejercicio penal, debe de estar apegada a derecho,
la cual constriñe al ministerio público a proporcionar el cuerpo del delito y la
probable responsabilidad, siendo lo primero todos los elementos que constituyan
la consumación de un delito, y lo segundo, aquellos que vinculen a una persona y
su conducta, con la realización de un delito.
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Dentro del caso que nos ocupa, tenemos que el ministerio público que
conoció la indagatoria AP-CAR-I-038/2009, fue deficiente a la hora de la
acreditación de la probable responsabilidad, en virtud que no desplegó las
acciones tendientes a esto; teniendo corroborado lo anterior con la inspección de
autos que esta Comisión Estatal llevó a cabo el 09 de mayo de 2012, donde sale a
la luz que el representante social de mérito, no llevó a efecto la diligencia de
inspección ocular y fe ministerial, con carácter de reconstrucción de hechos; no
obstante que con escrito de 30 de marzo 2009, el hoy agraviado lo solicitó, y el
servidor público en comento, señaló fecha para que se llevara a cabo, siendo esto
último señalado para el 13 de abril de 2010, sin embargo, de los autos
inspeccionados, no obra documento que acredite que se llevó a cabo; no obstante
dicha omisión, el agente del ministerio público, de manera negligente, indiferente y
deficiente, determinó ejercer la acción penal, sin que para esto estuviera
satisfecho siquiera la probable participación de una persona, dejando por un lado
de conducirse con todas las facultades para indagar sobre los hechos.

Asimismo, se desprende que el agente del ministerio público en comento, en
vez de allegarse de mayores pruebas para corroborar la probable responsabilidad
en la indagatoria AP-CAR-I-038/2009, sólo se limitó a tomar en cuenta una opinión
subjetiva de un peritaje en tránsito terrestre que no cumplía con los lineamientos
que marca el artículo 85 del Código de Procedimientos Penales de Tabasco, y no
obstante que era evidente, no ordenó que se subsanara, y de igual forma, no hizo
uso de su facultad e iniciativa para generar diversas líneas de investigación.

Las consecuencias de la irregular actuación de un ministerio público, que no
se apega la norma establecida y a los lineamientos internacionales suscritos por el
Estado Mexicano, en este caso vieron la luz, gestando una negativa por parte de
la autoridad jurisdiccional competente, de la orden de aprehensión solicitada en el
ejercicio de la acción penal en la averiguación previa AP-CAR-I-038/2009, lo cual
quedó acreditado con la inspección de autos que llevó a cabo personal adscrito a
esta Comisión Estatal, de la causa penal 51/2012, del Juzgado Segundo Penal del
municipio de Cárdenas, Tabasco, en donde en el auto de 12 de abril de 2012, el
juez de mérito negó la orden de aprehensión solicitada por el agente del Ministerio
Público Investigador, en virtud que este último no aportó los elementos que
acreditaran la probable responsabilidad de la persona imputada. Lo anterior queda
claro con lo señalado por el juzgador, el cual en el cuerpo del auto referido,
expresó lo siguiente:

“…Por ende, es evidente que el Ministerio Público actuó deficiente, porque o
cumplió con su obligación de aportar los elementos de convicción necesarios
para sustentar el ejercicio de la acción penal…”

Por otro lado y como evidencia de la mala actuación realizada por parte de la
Agente del Ministerio Publico de Merito, en fecha 18 de mayo del 2011, se
recibió el oficio PGJ/DDH/3361/2011, mediante el cual se remite el oficio 816 de
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fecha 4 de mayo 2011, signado por la licenciada MSMP, Agente del Ministerio
Publico, donde informa:

“..En fecha 27 de abril del 2011 a las 11:20 se le explico detalladamente
todo lo actuado dentro de la averiguación previa al ofendido RCF, así
como se le hizo saber y se le notifico personalmente que con fecha 187
de mayo del 2011, se llevaría a cabo la diligencia de confrontación de
hechos y así estar en condiciones de poder determinar…”

Visto lo anterior, y para esclarecer los hechos referidos, personal de esta
Organismo Defensor de los Derechos Humanos, se constituyó el día 9 de mayo
del 2012, en las instalaciones que ocupa el Juzgado Segundo Penal del Municipio
de Cárdenas, en virtud que la indagatoria de mérito se consignó a ese juzgado y
revisó los autos de la causa penal 51/2012 para tomar datos de la averiguación
previa CAR-I-038/2009, advirtiéndose que, obra constancia de fecha 27 de abril de
2011, de la que se desprende lo siguiente:

“…Que se encuentra presente ante esta representación el C. RCF en
compañía de la asesora jurídica Lic. PACD, en ausencia de su asesor
particular, y a quienes mediante lectura se le hace saber  el  estado que
actualmente guarda la averiguación previa así como de todos los acuerdos
que han recaído en autos…” (Sic).
De lo anterior el personal de esta comisión recalco que en la constancia
descrita con anterioridad NO OBRA FIRMA DE LOS OFENDIDOS NI DE LA
ASESORA JURIDICA

Resulta transcendental mencionar que en fecha 7 de junio del 2012, se
recibió el oficio PGJ/DGPDYSC/587/2012, de fecha 2 de julio de 2012, mediante el
cual se remite el acta de fecha 2 de julio de 2012, signada por la licenciada
PACD, quien en esencia manifestó “NO ESTUVE PRESENTE EN LA DILIGENCIA
DE FECHA 27 DE ABRIL DE 2011” “NO PROPORCIONE ASISTENCIA JURIDICA
AL OFENDIDO EN FECHA 27 DE ABRIL DE 2011, YA QUE NO ESTUVE
PRESENTE” “DESCONOZCO LA DILIGENCIA DE FECHA 27 DE ABRIL DE
2011”

Por lo antes señalado, resulta evidente para este Organismo Público, que la
licenciada MSMP, Agente del Ministerio Publico a cargo de la averiguación previa
CAR-I-038/2009, de forma dolosa intento engañar a este Organismo de buena fe,
al mentir y manipular las constancias que obran dentro de la averiguación antes
citada, siendo como resultado de su actuación, la perdida de legitimidad de la
averiguación previa en comento.

Por  todo lo anteriormente analizado, yuxtaponiendo  los medios de convicción
expuestos y los elementos fácticos del caso; los cuales obran debidamente
detallados en párrafos precedentes y en el sumario, es que este Organismo
Público llega a la plena convicción de que el agente del Ministerio Público que
conoció la indagatoria AP-CAR-I-038/2009, de la Procuraduría General de Justicia
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del Estado de Tabasco, integró irregularmente la averiguación de mérito, en virtud
de no observar el debido proceso en su actuar, violando en el derecho a la
Legalidad y Seguridad Jurídica del señor RCF.

Dilación en la Procuración de Justicia.

El Estado como garante de los derechos humanos, deberá prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones que se hagan a estos preceptos
universales e inherentes a toda persona, en los términos que establezca la ley, por
lo que para la realización óptima de  lo anterior, el Estado deberá delegar la
pretensión punitiva en una institución que procure justicia a la sociedad, por lo que
se erige la figura del Ministerio Público, el cual tendrá la tarea de investigar los
delitos y ejercitar la acción penal ante la autoridad judicial, de manera pronta y
expedita.

Tenemos fácticamente que se inició el 08 de noviembre de 2008 el acta de
averiguación previa AP.VHSA-AUX-57/2008 a favor del hoy agraviado, y que
posteriormente pasó a ser la AP-CAR-I-038/2009, lo anterior, debido a que había
sufrido un accidente de tránsito, del cual resultó lesionado físicamente, y dañado
materialmente.

Del expediente de queja en estudio, se desprende que la averiguación previa
de mérito, fue objeto de dilación por parte del agente del Ministerio Público que
conoció de ella, en virtud que tuvo que pasar 3 años, 4 meses y 1 día para que se
consignara a ante la autoridad judicial competente, siendo esto el 09 de marzo de
2012.

Aunado a lo anterior debe recalcarse que el Ministerio Público es el órgano,
encargado de perseguir los delitos, constreñido a practicar todas aquellas
diligencias necesarias, para conocer la verdad histórica del hecho posiblemente
delictivo, y en su caso ejercitar acción penal en contra de los probables
responsables de la comisión de los mismos, obligado a actuar con celeridad y
prontitud, respetando el derecho de las personas a recibir justicia de forma pronta
y expedita.

En ese contexto, y una vez analizadas las constancias y actuaciones
practicadas dentro de la averiguación previa número CAR-I-038/2009, por el
agente del ministerio público de mérito, se puede señalar que la prolongada
dilación para el debido esclarecimiento de los hechos, coloco al señor RCF, en
una doble situación de vulnerabilidad, ya que además de sufrir las consecuencias
del acto criminal, padeció la negligencia de la autoridad para resolver de manera
breve la indagatoria.

La falta de interés por parte del agente del ministerio público, para la
investigación de delito denunciado y su determinación, contravienen las
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obligaciones y facultades que le otorga el Estado para la persecución y
esclarecimiento de los hechos delictivos, y a su vez, conculcando los derechos
humanos del hoy agraviado; ya que en él recae la representación del C. RCF, para
hacer valer su derecho de que se le procure justicia a su persona, realizando para
ello, toda investigación en tiempo razonable, y así no dejar en estado de
indefensión e incertidumbre, lo que en el caso concreto no aconteció, ya que no
obstante que nunca se dejó de actuar la referida averiguación previa, esta se
debió integrar de manera eficiente, de tal manera que fluyera lógica y congruente
a los hechos investigados, para así determinar con prontitud.

En virtud que no existe normatividad que diga con exactitud, el tiempo que
debe un ministerio público integrar y determinar una indagatoria, la alusión a
tiempo razonable implica llevar a cabo una valoración de sentido común, apegada
a lo justo, tomando en cuenta las circunstancias subjetivas de los participantes en
el procedimiento y de los elementos a estudio e investigación.

Aunado a lo anterior, se tiene en el caso concreto, que los hechos
investigados no correspondían a una investigación de oficio por parte del
ministerio público, sino por una querella por lesiones y daños, lo cual sin restar
importancia, no representa un asunto complejo; asimismo, del expediente se
desprende que existía una actividad procedimental positiva por parte del C. RCF, y
que  los hechos a investigar están en la jurisdicción del ministerio público de
mérito, aunado a que se tenían líneas de investigación,  y acreditado desde
principio de cuenta el cuerpo del delito; de igual forma, contaba con las facultades
amplias de indagar, así como el apoyo de la policía ministerial (hoy de
investigación), por lo que no se justifica el hecho de haber tardado 3 años, 4
meses, 1 día en determinar la averiguación previa CAR-I-038/2009.

El que haya existido dilación en la procuración de justicia dentro de la
averiguación previa de mérito, afecta gravemente la seguridad jurídica del C. RCF,
porque genera incertidumbre sobre la aplicación de la pretensión punitiva hacia las
personas imputadas. En ese sentido, el derecho de acceso a la justicia no se
extingue con la simple ejecución de procedimientos internos en la impartición de
justicia, sino que debe hacerse de manera eficiente y llegar a la verdad histórica
del hecho investigado y sancionar apegado a derecho, a los responsables; lo que
al caso concreto no sucedió, en virtud que el agente del ministerio público actuó
con negligencia y desinterés, al limitarse a realizar diligencias que no llevaron al
esclarecimiento de los hechos, prolongando la determinación de la misma.

De lo anterior, se concluye que le asiste la razón al señor RCF, al afirmar que
se vulneran sus derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica, pues si bien
es cierto la averiguación previa CAR-I-038/2009, en fecha 09 de marzo del año
2012 fue consignada, también lo es que existió una injustificable dilación en la
procuración de justicia, por parte de los servidores públicos de la institución
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procuradora de justicia de la entidad, quienes tardaron poco más de tres años en
determinar apegado a derecho la indagatoria multicitada.

Incumplimiento de procuración de justicia propició que no se le reparara el
daño ocasionado, pues si bien es cierto que el proceso penal se encontraba
inconcluso y, por lo tanto, no se había acreditado la culpabilidad del procesado,
también es cierto que la víctima del delito ya no tiene la posibilidad de continuar el
debido proceso debido a la omisión de su representante

Negar el Acceso a la Justicia

El acceso a la justicia puede ser entendido como la posibilidad de toda
persona, independientemente de su condición económica o de otra naturaleza,
de acudir al sistema previsto para la resolución de conflictos y vindicación de
los derechos protegidos de los cuales es titular. Es decir, que por este principio
podemos entender la acción, ante una controversia o la necesidad de
esclarecimiento de un hecho, de poder acudir a los medios previstos por los
ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales para su respectiva
resolución.

En relación a lo antes descrito y al análisis de las actuaciones que obran
en el expediente de queja 1337/20008, resulta evidente que los servidores
públicos responsables de la integración de la averiguación previa AP-CAR-I-
038/2009, con su negligente actuación negaron el acceso a la justicia al señor
RCF, puesto que después de haber transcurrido más de tres años del inicio de
la averiguación previa AP-CAR-I-038/2009, lo cual resulta ser excesivo, el agente
del ministerio Publico de forma negligente intento ejercer la acción penal, dictando
una orden de aprensión, la cual debe recalcarse no procedió, por lo que el Fiscal a
cargo de multicitada indagatoria recurrió al recurso de apelación, recurso que en
fecha 24 de abril de 2012, fue admitido, siendo el caso que mencionado servidor
público a pesar de ser “experto en derecho” omitió mencionar los agravios,
dejando sin materia mencionado recurso, siendo como resultado de lo antes
mencionado que causara estado la resolución apelada.

Lo anterior se confirma con el oficio PGJ/DDH/5803/2013, de fecha 18 de
octubre de 2013, donde se remite a esta comisión el oficio PGJ/DCP/2480/2013
suscrito por el licenciado JICH, Agente del Ministerio Público adscrito al Juzgado,
quien informo entre otras cosas que

“El cuatro del mes de octubre del 2013, no habiendo ningún ofrecimiento de
pruebas para perfeccionar en virtud de que prescribió el tiempo para
perfeccionar y notificado al ministerio publico 07 de septiembre del 2013 y
causo estado el cuatro de octubre del presente año, no habiendo ningún
ofrecimiento de pruebas para perfeccionar en el expediente durante el lapso
del tiempo otorgado para perfeccionar y no habiendo más que agregar   en
virtud de que ya prescribió el tiempo para perfeccionar y quedando firme el
estado con fecha 4 de octubre de 2013”
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De lo anterior debe señalarse que por la dilación temporal innecesaria en los
trámites de la averiguación, que provocó retardo en la procuración de justicia, que
, incluso resultó violatorio a lo establecido por el artículo 20, en lo que se refiere a
sus derechos que como víctima de un delito le corresponden, no logrando que se
le administrara justicia por la dilación e irregularidad en los procedimientos de
investigación que como resultado género que la negativa de ejercicio de la acción
penal quedara firme, negando así el derecho al acceso a la justicia del hoy
peticionario.

De los Derechos Vulnerados

Los datos y evidencias argumentados en párrafos precedentes, generan a
este Organismo Público, la plena convicción de que el personal adscrito a la
Procuraduría General de Justicia del Estado a cargo de la Averiguación Previa AP-
CAR-I-038/2009, actuó de manera negligente y vulneró los derechos humanos del
Ciudadano RCF, que pueden clasificarse como Violaciones al Derecho de
Petición, en su modalidad de Omitir dar Respuesta a la Petición Formulada por
Cualquier Persona en Ejercicio de su Derecho y/u Omitir Dictar el Acuerdo
Escrito Correspondiente, en Respuesta a la Petición.

Así como Violaciones al como Derecho a la Legalidad y Seguridad Jurídica,
en su modalidad de Irregular Integración de Averiguación Previa, Dilación en
la Procuración de Justicia y Negar el Acceso a la justicia.

Ahora bien, como ya hemos puntualizado anteriormente, el multicitado
quejoso presentó ante el Agente de Ministerio Público Investigador 14 escritos,
haciendo valer con ello su derecho de petición, de los cuales solamente uno de
ellos fue contestado por esa representación social conforme a derecho; haciendo
caso omiso a los 13 restantes, siendo evidente la   trasgresión al derecho de
petición, pues la actuación por parte del Agente del Ministerio en Público de
mérito, careció de los requisitos indispensables señalados en el artículo 8º
Constitucional de recaer una respuesta por escrito a toda petición formulada por
los particulares a la autoridad y aunado a ello lo señalado en la fracción IV, del
artículo 7, de la Constitución Política del Estado de Tabasco, en cuanto al término
para dar contestación a la petición, plazo que claramente ha sido excedido por la
autoridad señalada como responsable.

En virtud de lo anterior y de acuerdo a lo contemplado por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en los artículos 8 y 133, se puede
concluir la existencia de la violación al derecho de petición del hoy quejoso.

Artículo 8.- Los funcionarios y empleados públicos respetaran el ejercicio del
derecho de petición, siempre que esta se formule por escrito, de manera
pacífica y respetuosa; pero en materia política solo podrán hacer uso de ese
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derecho los ciudadanos de la República. A toda petición deberá recaer un
acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene
obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario;

Artículo 133.- Esta Constitución, las Leyes del Congreso de la Unión que
emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma,
celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con
aprobación del senado, serán la ley suprema de toda la unión. Los jueces de
cada Estado se arreglaran a dicha Constitución, Leyes y Tratados, a pesar de
las disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes
de los estados.

De la misma manera los instrumentos internacionales reconocen el derecho
de petición como es la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre, en su artículo 24, lo cual dispone:

Artículo 24.- Toda persona tiene derecho de presentar peticiones
respetuosas a cualquiera autoridad competente, ya sea por motivo de interés
general, de interés particular, y el de obtener pronta resolución.

De igual forma la Normatividad del Estado de Tabasco, contempla dentro de
su legislación el derecho de petición, por lo que para mayor sustento se trascriben
a continuación:

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco señala en
el artículo

Artículo 7.- Son derechos de los ciudadanos Tabasqueños:
IV. Ejercer el de petición por escrito, en forma pacífica y respetuosa; a toda
petición la autoridad ante quien se ejercite, dictará su proveído dentro de
quince días hábiles cuando las leyes no señalen otros términos.

Ley Reglamentaria de la Fracción IV, del artículo 7, de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco

Articulo16.- Una vez admitida a trámite una petición, la autoridad u órgano
competente, en los términos de las disposiciones que le resulten aplicables,
estará obligada a resolver, por escrito, en el plazo establecido en el artículo 7,
fracción IV, de la Constitución del Estado, contados a partir de la fecha de la
presentación completa del escrito de que se trate o del cumplimiento del
requerimiento a que se refiere el artículo 11 de esta Ley.

Artículo 18.- La resolución por la que se dé contestación, deberá  ser
oportuna y contener cuando menos los siguientes requisitos: I. Autoridad que
las dicta, lugar y fecha; II. Fundamentación y motivación; III. Ser congruente
con lo solicitado; IV. La precisión de si concede o niega lo solicitado, y V.
Nombre y firma del servidor público que emite la resolución.
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Artículo 21.- La resolución de que se trate deberá ser notificada
personalmente a la parte interesada, dentro del término de 15 días hábiles
posteriores a la recepción de la petición o al cumplimiento de los
requerimientos en su caso, indistintamente, mediante oficio, por correo o por
vía telegráfica.

Artículo  22.- En  caso  de que, como resultado  de la  petición, se haya
adoptado cualquier acuerdo, medida o resolución  específica, se agregará
copia de ella a la contestación.

Artículo 24: Se considerará causa de responsabilidad administrativa de los
servidores públicos obligados, la negativa de atender el derecho de petición,

Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del
vigésimo Primer Circuito, mediante la Jurisprudencia (Constitucional)
J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIII, Marzo de 2011;
Pág. 2167
DERECHO DE PETICION Y SUS ELEMENTOS

El denominado "derecho de petición", acorde con los criterios de los tribunales
del Poder Judicial de la Federación, es la garantía individual consagrada en el
artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
función de la cual cualquier gobernado que presente una petición ante una
autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta. Así, su ejercicio por el
particular y la correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta,
se caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: debe formularse
de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y recabarse la
constancia de que fue entregada; además de que el peticionario ha de
proporcionar el domicilio para recibir la respuesta. B. La respuesta: la
autoridad debe emitir un acuerdo en breve término, entendiéndose por éste el
que racionalmente se requiera para estudiar la petición y  acordarla, que
tendrá que ser congruente con la petición y la autoridad debe notificar el
acuerdo recaído a la petición en forma personal al gobernado en el domicilio
que señaló para tales efectos, sin que exista obligación de resolver en
determinado sentido, esto es, el ejercicio del derecho de petición no constriñe
a la autoridad ante quien se formuló, a que  provea de conformidad lo
solicitado por el promovente, sino que está en libertad de resolver de
conformidad con los ordenamientos que resulten aplicables al caso, y la
respuesta o trámite que se dé a la petición debe ser   comunicada
precisamente por la autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra
diversa.

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XX, Diciembre de 2004;
Pág. 1330
DERECHO DE PETICIÓN. AL EXAMINAR EL CUMPLIMIENTO A ESTA
GARANTÍA, ES INDISPENSABLE ANALIZAR LA LEGALIDAD DE LA
NOTIFICACIÓN DE LA RESPUESTA EMITIDA.
Del artículo 8o. de la Constitución Federal y de los criterios jurisprudenciales
que lo han interpretado, se desprende que en torno al derecho de petición
deben actualizarse las siguientes premisas: la existencia de una petición de
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un particular ante una autoridad, formulada por escrito, de manera pacífica y
respetuosa; y las correlativas obligaciones de la autoridad de emitir acuerdo
en breve término, en el que dé contestación de manera congruente a la
petición formulada y de notificar al gobernado en el domicilio señalado para
tal efecto, la resolución correspondiente. Sobre esas premisas, es dable
concluir que la notificación del acuerdo que recaiga a la solicitud formulada es
uno de los elementos constitutivos del derecho público subjetivo en comento;
lo que precisa en el juicio de amparo la necesidad de analizar la legalidad de
la notificación que se realice para hacer del conocimiento del gobernado la
respuesta de la solicitud, bastando para ello la simple argumentación en la
demanda de garantías de que no se dictó tal determinación o que no se dio a
conocer al solicitante. Se expone tal aserto, porque precisamente la omisión o
indebida notificación de la contestación correspondiente, implica la falta de
conocimiento de la forma y términos en los que la autoridad contestó la
petición formulada, en el entendido de que aun cuando se haya dictado la
resolución respectiva, si ésta no fue notificada debidamente provoca, en
principio, la creencia de la omisión de su dictado y, por ende, la falta de
cumplimiento cabal del derecho de petición. En ese orden de ideas, basta que
el quejoso alegue que no tiene conocimiento de la respuesta emitida para que
el juzgador de amparo tenga la obligación de examinar si la contestación se
emitió y fue notificada al peticionario; proceder este último que le impone, a su
vez, el deber de examinar no solamente la existencia de la constancia de una
notificación, sino también, si la notificación reúne las formalidades legales,
esto es, los elementos jurídicos mínimos que determinan su existencia y el
cumplimiento de su cometido, que es, sin lugar a dudas, hacer del pleno
conocimiento del solicitante la determinación dictada respecto de su petición;
de lo que se sigue que el juzgador de amparo está obligado a examinar que la
relativa  notificación  haya satisfecho  su  cometido, sin que  este  examen
implique que esté supliendo la deficiencia de la queja DECIMO QUINTO
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCUITO

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VIII, Octubre de 1998; Pág.
1134

DERECHO DE PETICIÓN. AVERIGUACIÓN PREVIA (LEGISLACIÓN DEL
ESTADO DE HIDALGO).

Si bien los artículos 36 y 37 del Código de Procedimientos Penales para el
Estado de Hidalgo, otorgan al indiciado y a su defensor el derecho de que se
les faciliten todos los datos que soliciten y consten en la averiguación,
pudiendo consultar el expediente e incluso obtener las copias y certificaciones
que soliciten sobre constancias que obren  en el mismo; y que no existe
disposición que obligue al Ministerio Público a notificar al indiciado y a su
defensor de las actuaciones practicadas en una indagatoria, también lo es
que cuando  se ejercita el derecho de  petición, la autoridad debe
satisfacer los requisitos exigidos por el artículo 8o. de la Constitución
Federal, a saber: a) Acreditar que se dio respuesta  por escrito a la
petición formulada; y, b) Demostrar que se hizo del conocimiento del
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peticionario la respuesta. Por tanto, de   no satisfacerse ambos
requisitos, no obstante que se trate de actuaciones practicadas en una
averiguación previa, resulta evidente la violación a la garantía  del
derecho de petición, ya que el artículo que la consagra no hace distingo
respecto a la naturaleza del acto. Además, se trata del ejercicio del derecho
de petición y no del reclamo de la omisión de notificar al indiciado y a su
defensor de todas y cada una de las actuaciones practicadas en la
indagatoria, ya que se trata de supuestos de naturaleza distinta.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VIII, Diciembre de 1998;
Pág. 1071

DERECHO DE PETICIÓN, EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. EL
MINISTERIO PÚBLICO ESTÁ OBLIGADO A NOTIFICAR LOS ACUERDOS
CORRESPONDIENTES.

El Ministerio Público, durante la fase de averiguación previa, está obligado a
respetar el derecho de petición del ofendido y del inculpado, consagrado
en el artículo 8o. de la Constitución Federal, y por consiguiente, a
notificarles los acuerdos correspondientes,  excluyendo obviamente las
actuaciones que por su naturaleza deben permanecer en sigilo, a fin de no
entorpecer su función de investigación y persecución de los delitos.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO SEGUNDO CIRCUITO

[TA]; 8a. Época; T.C.C.; S.J.F.; Tomo XIII, Marzo de 1994; Pág. 355
DERECHO DE PETICION. EL AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO
CUANDO ACTUA COMO AUTORIDAD DEBE RESPETAR EL.

El artículo 21 de la Constitución General de la República no exime del control
constitucional los actos u omisiones del agente del Ministerio Público cuando
actúa en su carácter de autoridad, así pues, si omite resolver respecto de una
petición efectuada por el particular, aun cuando en ella se hubiere solicitado el
inicio de una averiguación previa, el agente del Ministerio Público tiene la
obligación de respetar el derecho de petición del gobernado, y de no hacerlo
implica violación a sus derechos subjetivos públicos.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO NOVENO CIRCUITO

En relación a los preceptos antes citados puede concluirse que no existe
justificación para que el representante social adscrito a la agencia de ministerio
público del Municipio de Cárdenas, Tabasco evada la responsabilidad de atender y
resolver la petición formulada por el peticionario.

LEY REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN IV, ARTÍCULO 7º DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE
TABASCO.

Artículo 24. Se considerará causa de responsabilidad administrativa de los
servidores públicos obligados, la negativa de atender el derecho de petición.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE
TABASCO

Articulo 66.- “...Para los efectos de las responsabilidades a que alude este
título, se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección
popular, a los miembros del Poder Judicial, a los funcionarios y empleados, y,
en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión, de
cualquier naturaleza en cualquiera de los Poderes del Estado y en la
Administración Pública Municipal, los que serán responsables por actos u
omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones...”

Articulo 67.- “...La Legislatura del Estado, expedirá la Ley de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y las demás normas
conducentes a sancionar a quienes, teniendo este carácter incurran en
responsabilidad de acuerdo con las siguientes prevenciones: ...”“...III.- Se
aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por aquellos
actos y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos,
cargos o comisiones...”

Artículo 71.- “...Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los
servidores públicos determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de
sus funciones, empleos, cargos y comisiones, las sanciones aplicables por los
actos u omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las
autoridades para aplicarlas...”.

Debe recalcarse que como quedo acreditado en el capítulo anterior, en
conjunto con el derecho de petición, el derecho a le legalidad y seguridad jurídica
en sus diferentes modalidades fue también vulnerado por los servidores públicos
responsables de la averiguación previa multicitada, en ese contexto es preciso
señalar que el derecho  a  la seguridad  jurídica y a  la legalidad se encuentra
implícitamente ligado al derecho a la Justicia que es la finalidad del debido
proceso, en ese entendido debe señalarse que la facultad para investigar los
delitos que establece el artículo 21, primer párrafo, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, impone al Ministerio Público la obligación de
practicar las diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos,
acreditar la presencia del delito y que existan datos para presumir la participación
que los indiciados tuvieron en los mismos, razón por la cual, si una investigación
se prolonga de manera indefinida, genera un ambiente de incertidumbre y a la vez,
un menoscabo a la protección de derechos frente a la autoridad y a la violación del
orden jurídico, lo que contraviene lo previsto en el párrafo segundo del numeral
citado, que establece que el ejercicio de la acción penal ante los tribunales
corresponde al Ministerio Público.
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Debe recalcar que en correlación al artículo antes citado existe diversos
preceptos legales en la normatividad mexicana, los cuales se trascriben a
continuación para mayor abundamiento:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución
establece…”

Artículo. 17, (párrafo segundo).- “Toda persona tiene derecho a que se le
administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera
pronta, completa e imparcial…”

“Artículo 20 (…)
C. De los derechos de la víctima o del ofendido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su
favor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del
desarrollo del procedimiento penal;

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los
datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la
investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias
correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos
en los términos que prevea la ley…”

Artículo 21. “…la investigación de los delitos corresponde al ministerio público
y a las policías, las cuales actuaran bajo la conducción y mando de aquel en
el ejercicio de esta función.…”

Robustece lo anterior la Jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la
Federación con el rubro “ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA
GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN
OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE
JURISDICCIONALES.

9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVI, Octubre de 2007; Pág.
209

La garantía individual de acceso a la impartición de justicia consagra a favor
de los gobernados los siguientes principios: 1. De justicia pronta, que se
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traduce en la obligación de las autoridades encargadas de su impartición
de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los
términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes; 2. De justicia
completa, consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita
pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos
cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado la obtención de una
resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se
resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le garanticen la
tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia imparcial, que significa que
el juzgador emita una resolución apegada a  derecho, y  sin favoritismo
respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y, 4. De justicia
gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de su
impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda
dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la
prestación de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía
constitucional está encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de
aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro
que las  autoridades que  se  encuentran  obligadas a la  observancia  de la
totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan
actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de
competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado
entre diversos sujetos de derecho, independientemente de que se trate de
órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE TABASCO.

Artículo 1.- “…Por medio del procedimiento penal se actualiza la función
punitiva del Estado y se asegura el acceso de los particulares a la justicia…”

Disposiciones legales que debidamente concatenadas con lo previsto por los
artículos 6°, 12, 119 y 129 del Código de Procedimientos Penales del Estado de
Tabasco, permiten afirmar que los servidores públicos que conocieron en torno a
la indagatoria apuntada previamente, debieron desplegar sus funciones y
atribuciones, de tal forma que en un plazo breve, realizaran todas y cada una de
las diligencias y actuaciones que estimaran pertinentes para la debida integración
y en su caso determinación de esta, a fin de procurar justicia de forma pronta y
expedita al C. RCF; lo cual evidentemente no acontece, pues no se actuó con
prontitud y brevedad, menos aún se procuró practicar diligencias en un plazo
breve, a fin de esclarecer los hechos y llegar a las verdad histórica; antes bien,
resulta notoria la extrema negligencia en que incurrió el servidor público a cargo
de la tramitación de la indagatoria, origen del presente sumario; negándole con su
ineficiencia el acceso a la justicia al hoy quejoso, transcribiéndose a continuación
los preceptos legales invocados:

Código de Procedimientos Penales del Estado de Tabasco

“Artículo 6. El Ministerio Público observará la más rigurosa objetividad en el
desarrollo de la averiguación previa. En todo caso procurará el conocimiento
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de la verdad sobre los hechos constitutivos del delito y la responsabilidad de
sus autores. Está obligado a recabar y desahogar con diligencia las pruebas
sobre los hechos, la participación delictuosa y otros puntos sujetos a
procedimiento, que sean pertinentes para establecer la verdad histórica y
resolver, con este fundamento, lo que proceda sobre el ejercicio de la acción.
En caso de duda razonable sobre la responsabilidad del indiciado, de modo
que  ésta pueda  considerarse  probable, el Ministerio Público  ejercitará la
acción penal. En su desempeño en todo el  procedimiento, el Ministerio
Público ajustará su actuación a los principios de legalidad y buena fe.”

“Articulo 12. En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministerio Público recibirá
las denuncias y querellas que se presenten por hechos probablemente
delictuosos cometidos en el Estado de Tabasco, realizará las investigaciones
conducentes a comprobar los elementos del cuerpo del delito y la probable
responsabilidad del indiciado...”

“Artículo 119. Iniciada la averiguación, el Ministerio Público o la autoridad
que legalmente lo sustituya y actúe en su auxilio, adoptarán las medidas
conducentes a probar la existencia de los elementos del cuerpo del delito en
el caso que se investiga, las circunstancias en que se cometió éste, y la
identidad y responsabilidad de quienes participaron en él, así como a
salvaguardar los legítimos interés del ofendido, asegurar las personas y cosas
relacionadas con los hechos y, en general, desarrollar legalmente la
averiguación, conforme a la naturaleza y finalidad de ésta...”

“Artículo 129.- El Ministerio Público no ejercitara la acción penal y pondrá en
libertad al indiciado, en su caso, cuando quede plenamente comprobado que
los hechos no son constitutivos de delito, el inculpado no intervino en ellos,
existe causa excluyente de responsabilidad…”

Ahora bien, en el contexto de los derechos humanos, la tutela de estos, no
se constriñe únicamente a lo previsto por el derecho interno, antes bien, su
protección y defensa reviste un interés internacional, por lo que en este orden de
ideas, bajo el principio “pacta sunt servanda” el Estado Mexicano, ha suscrito
diversos tratados internacionales, cuya aceptación o adhesión,  implica por sí
mismo la obligación de las autoridades a desplegar su actuación bajo los
parámetros establecidos por éstos.

Declaración Universal de Derechos Humanos
Adoptada el 10 de Diciembre de 1948, Resolución de la Asamblea General de
la ONU No. 217ª

“Artículo 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad,
a ser oída públicamente y  con justicia por un tribunal independiente e
imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el
exámen de cualquier acusación contra ella en materia penal…”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
Adoptado por la Asamblea General de la ONU en 1966.
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Ratificada por México, publicada en el Diario Oficial y entrada en vigor en
1981.

“Artículo 14.1… Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con
las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial,
establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter
penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u
obligaciones de carácter civil…”

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre

“Artículo XVIII. Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer
sus derechos…”

Convención Americana sobre Derechos Humanos

“Artículo 8. Garantías judiciales. 1. toda persona tiene derecho a ser oída, con
las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad, en la
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o
de cualquier otro carácter…”

En referencia al principio de razonabilidad, la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993,
llamada Ciertas  Atribuciones de la  Comisión  Interamericana de Derechos
Humanos (Arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos), ha señalado que el plazo razonable, “implica un juicio de
valor y una conformidad con los principios del sentido común. Siendo
razonable lo justo, lo proporcionado y  lo equitativo, por oposición a lo
injusto, absurdo y arbitraria […]”

Previo análisis del caso en concreto, resultan aplicables los argumentos
señalados en la recomendación general 16, emitida por la Comisión Nacional de
Derecho Humanos emitida el 21 de mayo de 2009, Sobre el plazo para resolver
una Averiguación Previa, en la que se expuso la necesidad de establecer límites
claros respecto del trámite de la averiguación previa, con relación a que se fije un
tiempo razonable para el cierre de una investigación, donde se tome en cuenta: a)
la complejidad del asunto, b) la actividad procedimental de los interesados, c) la
conducta de las autoridades investigadoras, principalmente de la policía judicial,
científica, investigadora o ministerial, y d) la afectación que genera el
procedimiento en la situación jurídica del probable responsable, la víctima o el
ofendido.

En el citado pronunciamiento se detalló que para garantizar una adecuada
procuración de justicia, se debe: a) evitar la dilación en el trámite de la
averiguación previa, b) garantizar el desahogo de las diligencias de
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investigaciones necesarias para acreditar el delito y la probable participación del
indiciado, c) preservar los indicios del delito a fin de asegurar que las líneas de
investigación puedan agotarse, d) dictar las medidas de protección a víctimas y
testigos, e) evitar enviar al archivo o a la reserva las averiguaciones previas si no
se han agotado las líneas de investigación, f) propiciar una mayor elaboración de
investigación por parte de los elementos de la policía, entre otras.

Es de tener en consideración que la dilación en el trámite de las
averiguaciones previas y la falta de determinación oportuna afecta gravemente la
seguridad jurídica, porque obstaculiza  la procuración  e  impartición de  justicia,
incluso, genera incertidumbre sobre la aplicación de la ley y el castigo hacia las
personas señaladas como probables responsables. En concordancia con ello, el
derecho de acceso a la justicia no se agota con el simple trámite de procesos
internos, sino que debe hacerse lo necesario para conocer la verdad histórica de
lo sucedido y se sancione a los probables responsables, respetando los derechos
de las víctimas del delito, así como llevar a cabo la práctica de las diligencias
necesarias de conformidad con los estándares del debido proceso.

En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso
Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos, sentencia de 23 de noviembre de
2009, párrafo 191, precisó que el derecho de acceso a la justicia requiere que
se haga efectiva la determinación de los hechos que se investigan y, en su
caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo
razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar los derechos
de las personas perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a
constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales.

Aunado a lo anterior debe enfatizarse que el Ministerio Público, no solo es
responsable del imperio de la legalidad en la integración, determinación y
acuerdos de las averiguaciones previas, sino que también se constituye en el
responsable de que las víctimas del delito, puedan gozar a plenitud de sus
garantías, y por ende, de velar eficientemente por que se respeten sus derechos
humanos, sin perder de vista que su función esencial es investigar y perseguir los
delitos, lo cual dejó de hacer, el funcionario en cuestión, quien omitió llevar a cabo
las diligencias necesarias para investigar la verdad histórica de los hechos motivo
de la denuncia, incumpliendo con lo previsto en ese entonces por el artículo 3 de
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco,
que a la letra dicen lo siguiente:

“Artículo 3.- La Institución del Ministerio Público del Estado, presidida por el
Procurador General  de Justicia en su carácter de Representante Social,
tendrá las siguientes atribuciones que ejercerá por conducto de su titular o de
sus agentes y auxiliares: I. Investigar y perseguir los delitos del orden
común, cometidos en el Estado de Tabasco, o que causen o estén destinados
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a causar sus efectos dentro del mismo territorio; III. Velar por el respeto de los
derechos humanos en la esfera de su competencia; … VII. Proporcionar la
protección de los derechos de las víctimas de la conducta  delictiva, del
ofendido o de sus derechohabientes;…”

En ese sentido, en consideración de este Organismo Estatal, la conducta de
los servidores públicos no atiende a las normas que rigen el desempeño de los
fiscales, las cuales deben fomentar el respeto y el cumplimiento de los principios
que consagra la DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS,
de igualdad ante la ley y el derecho de toda persona a ser oída públicamente y
con justicia por un tribunal independiente e imparcial; y contribuir de esa manera a
un sistema penal justo y equitativo y a la protección eficaz, en congruencia con
dichos principios México adoptó con fecha 07 de septiembre de 1990, un
instrumento internacional de derechos humanos, proclamado por el Octavo
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del
Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, denominado DIRECTRICES DE LAS
NACIONES UNIDAS SOBRE LA FUNCIÓN DE LOS FISCALES, el cual dispone:

Artículo 11.- Los fiscales desempeñarán un papel activo en el procedimiento
penal, incluida la iniciación del procedimiento y, cuando así lo autorice la ley o
se ajuste a la práctica local, en la investigación de delitos, la supervisión de la
legalidad de esas investigaciones, la supervisión de la ejecución de fallos
judiciales y el ejercicio de otras funciones como representantes del interés
público.

Artículo 12.- Los fiscales, de conformidad con la ley, deberán cumplir sus
funciones con imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la
dignidad humana y defender los derechos humanos, contribuyendo de esa
manera a asegurar el debido proceso y el buen funcionamiento del sistema de
justicia penal.

Artículo 13.- En cumplimiento de sus obligaciones, los fiscales:

a) Desempeñarán sus funciones de manera imparcial y evitarán todo tipo de
discriminación política, social, religiosa, racial, cultural, sexual o de otra índole;

b) Protegerán   el interés público, actuarán con objetividad, tendrán
debidamente en  cuenta la situación del sospechoso y  de la víctima, y
prestarán atención a todas las circunstancias pertinentes, prescindiendo de
que sean ventajosas o desventajosas para el sospechoso.

En relación a la prestación indebida del servicio público, realizada por los
servidores públicos antes referidos, debe enfatizarse que con sus actuaciones
violentaron el derecho a la legalidad del peticionario RCF, recalcándose que la
importancia de este derecho radica en que proporciona a la persona certeza y
seguridad jurídica respecto a la protección de sus derechos humanos frente a los
actos de autoridad investidos del poder público estatal, y el cual debe entenderse,
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no sólo como la sujeción de los diversos servidores públicos que componen el
Estado al estricto cumplimiento de la ley, sino además como una medida para
garantizar que cualquier acto de autoridad se emita conforme a lo establecido por
el orden jurídico a efecto de evitar que se produzcan perjuicios indebidos en contra
de los derechos humanos de la persona.

Por esta razón es importante señalar que la finalidad de este derecho es que
la persona permanezca en un estado de disfrute de los derechos humanos
reconocidos a su favor por el orden jurídico nacional y no se vean transgredidos
por la acción u omisión llevadas a cabo de forma indebida por los servidores
públicos al emitir un acto de autoridad.

Aunado a esto, es necesario señalar que de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, todas las autoridades de nuestro Estado Mexicano, en el ámbito de
sus respectivas competencias, tienen la obligación de promover, respetar y
garantizar los derechos humanos de toda persona.

Con fundamento en lo anterior, todo funcionario público en nuestra entidad
federativa está obligado a proteger y garantizar el derecho humano a la legalidad a
favor de cualquier persona que se encuentre en territorio tabasqueño, motivo por
el que deben de abstener de emitir actos de autoridad que no cumplan con lo
dispuesto por el orden jurídico nacional en aras de evitar transgresiones a los
derechos humanos de la persona.

Debe señalarse que en el caso que hoy nos ocupa  la violación inicial a
derechos humanos origino de forma consecutiva la producción de una violación
mayor en lo que respecta al derecho a la seguridad jurídica y legalidad que en
conjunto conllevaron a la negación absoluta de la justicia en perjuicio del señor
RCF, en ese sentido el artículo 25 de la Convención Americana, que también
garantiza el acceso a la justicia dispone lo siguiente:

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación
sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal
del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal
recurso;

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
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c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de
toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

El artículo 25, antes citado, establece la obligación positiva del Estado de
conceder a todas las personas bajo su  jurisdicción, un recurso judicial
efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales, derechos
fundamentales que pueden estar reconocidos en la Convención Americana o
por la propia ley interna.

Como es de observarse, la indebida integración de la averiguación previa
CAR-I-038/2009,y la falta de interés por parte del Agente del ministerio púbico en
cuestión, ha generado impunidad y permitido que el probable responsable no haya
sido llevado ante la acción de la justicia. Al respecto, la Corte Interamericana de
Derechos Humanos en el Caso Ivcher Bronstein Vs Perú, sentencia de 6 de
febrero de 2001, párrafo 186, definió la impunidad como la falta en su conjunto
de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los
responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que es
obligación del estado combatirla, ya que la misma propicia la repetición
crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las
víctimas y sus familiares.

Ahora bien independientemente de los derechos del ciudadano, los que
participan como servidores públicos relacionados con la seguridad pública,
prevención, persecución e investigación de ilícitos, deben desplegar su función en
los términos de las disposiciones que les resulten aplicables, debiendo cumplir con
su función, bajo los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez,
y por ende protegiendo los derechos humanos, tal y como lo prevén los artículos
1º, 2º y 5º del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Cumplir y
Hacer Cumplir la Ley, 47 fracción I y XXI, de la Ley de Responsabilidades de los
Servidores Públicos del Estado; preceptos que a la letra señalan lo siguiente:

Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Cumplir y Hacer
Cumplir la Ley

“Artículo 1º Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en
todo momento los deberes que impone la ley, sirviendo a su comunidad y
protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el
alto grado de responsabilidad exigido por su profesión…”

“Artículo 2º En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de
hacer cumplir la ley respetarán y  protegerán la dignidad humana y
mantendrán y defenderán los Derechos Humanos de todas las personas…”

“Artículo 5º Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá
infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura y otros tratos o penas crueles,
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inhumanos o degradantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias
especiales, como estado de guerra o amenaza de guerra, amenaza a la
seguridad nacional, inestabilidad política interna, o cualquier otra emergencia
pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes…”

LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL
ESTADO DE TABASCO.

Artículo 2.- Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos mencionados en
el párrafo primero del artículo 66 Constitucional y en el párrafo primero del
artículo 68 y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos
económicos de carácter público.

Artículo 46.- Incurren en responsabilidad administrativa los servidores
públicos a que se refiere el artículo 2º de esta Ley.”

Artículo 47.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que
deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y
cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y a las sanciones que
correspondan, sin perjuicio de sus derechos laborales.

Cumplir con la máxima diligencia el  servicio que le sea encomendado y
abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia
de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o
comisión;

Observar buena conducta, en su empleo, cargo o comisión, tratando con
respeto, diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga
relación con motivo de este;

VI. Observar en la dirección de sus inferiores jerárquicos las debidas reglas
del trato y abstenerse de incurrir en agravio, desviación o abuso de autoridad;

XXI. Abstenerse de cualquier conducta que implique incumplimiento de
cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público;

Artículo 61.- Además de las denuncias sobre los delitos y faltas
administrativas en que puedan incurrir las autoridades y servidores públicos
en el curso de las investigaciones seguidas por la Comisión Estatal, podrá
solicitar ésta la amonestación pública o privada, según el caso, al titular de la
dependencia de que se trate.

IV.- D E  L A R E P A R A C I Ó N
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Los Derechos Humanos, son todas aquellas condiciones esenciales que le
dan forma a la integridad de la persona,  consecuentemente, la protección y
defensa de estos derechos, tiene como finalidad preservarlos, restituirlos y tomar
medidas preventivas y correctivas para cumplir con dicho propósito.

La recomendación es el fruto de esa labor de protección y defensa de
derechos humanos, por lo cual, ésta debe encausarse a hacer evidente las faltas y
omisiones de la autoridad que se señale como responsable, buscando la
reparación del daño ocasionado a favor del agraviado, así como garantizar a la
sociedad que tales actos no sigan repitiéndose, a través de la sanción de dichas
conductas indebidas. Obteniendo así que el servidor público que incurra en
violación de derechos humanos se encuentra sujeto a responsabilidad y por ende
obligado a realizar las reparaciones que le son consecuencia del hecho ilícito que
se le atribuye, gestando de esta manera el vínculo necesario entre un hecho y los
preceptos jurídicos correspondientes.

En ese sentido, la Recomendación se vuelve uno de los instrumentos más
importantes para la protección y defensa de los derechos humanos; aun
careciendo de obligatoriedad a la autoridad, pues constituye un escrutinio de las
conductas realizadas por los servidores públicos que vulneraron los preceptos que
conforman la dignidad de toda persona, por lo que en ella, se apuntan las medidas
mínimas que deben desplegar las autoridades responsables para restituir en la
medida de lo posible, los derechos que fueron afectados y para reparar los daños
y prejuicios que se hubiesen generado.

Tal aseveración lo ha señalado la Corte Interamericanas de Derechos
Humanos, dentro del Caso Blake vs Guatemala (Sentencia del 22 de enero de
1999, párrafo 33) la reparación “es el término genérico que comprende las
diferentes formas como un Estado puede hacer frente a la responsabilidad
internacional en que ha incurrido (restitutio in integrum, indemnización,
satisfacción, garantías de no repetición, entre otras)”.

En este tenor de ideas, resulta oportuno citar lo pronunciado, de igual
manera por dicho Tribunal, en el Caso Blanco Romero y Otros vs Venezuela
(Sentencia del 28 de noviembre de 2005, párrafos 67 y 69), en el que ha
establecido que “es un principio de Derecho Internacional que toda violación de
una obligación internacional que haya producido un daño implica el deber de
repararlo adecuadamente”, es decir, en la medida de lo posible, la plena
restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la
situación anterior, entendiendo así, a la reparación del daño como “las medidas
que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su
naturaleza y su monto dependen de las características de la violación y del daño
ocasionado en los planos material   e inmaterial. No pueden implicar
enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores, y deben
guardar relación con las violaciones declaradas en la Sentencia”, interpretación
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que la Corte ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, según el
cual:

“…cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en
la Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de
su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que
ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa
indemnización a la parte lesionada…”

Esta reparación tiene que realizarse dentro de la normatividad de las leyes
mexicanas y de aquellos tratados de los que el Estado es parte y habiéndose
demostrado en capítulos precedentes la participación  y responsabilidad de la
autoridad señalada como responsable, se ha configurado la hipótesis o la
obligación contemplada en  tales preceptos, que de manera textual prevén  la
obligación del Estado de reparar y sancionar la violación a derechos humanos,
siendo oportuno citar los siguientes criterios emitidos por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, mismos que a la letra dicen lo siguiente:

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2;
Pág. 1838
PRINCIPIO PRO HOMINE. SU CONCEPTUALIZACIÓN Y FUNDAMENTOS.
En atención al artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, adicionado mediante  decreto  publicado  en  el
Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, las normas en
materia de derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Carta
Magna y con los tratados internacionales de la materia, procurando favorecer
en todo tiempo a las personas con la aplicación más amplia. Dicho precepto
recoge de manera directa el criterio o directriz hermenéutica denominada
principio pro homine, el cual consiste en ponderar ante todo la
fundamentalidad de los derechos humanos, a efecto de estar siempre a favor
del hombre, lo que implica que debe acudirse a la norma más amplia o a la
interpretación extensiva cuando se trate de derechos protegidos e,
inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida, cuando se
trate de establecer límites para su ejercicio. Asimismo, en el  plano del
derecho internacional, el principio en mención se encuentra consagrado en
los artículos 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 5
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, publicados en  el
Diario Oficial de la Federación, de manera respectiva, el siete y el veinte de
mayo de mil novecientos ochenta y uno.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO OCTAVO CIRCUITO
[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; XXVIII, Diciembre de 2008; Pág.
1052
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JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL. SU UTILIDAD ORIENTADORA EN
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS
Una vez incorporados a la Ley Suprema de toda la Unión los tratados
internacionales suscritos por México, en materia de derechos humanos, y
dado el reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, es posible invocar la jurisprudencia de
dicho tribunal internacional como criterio orientador cuando se trate de la
interpretación y  cumplimiento de las disposiciones protectoras de los
derechos humanos.
SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER
CIRCUITO

a).- De la Reparación del Daño

Cuando ha quedado evidenciada la responsabilidad de la autoridad/servidor
público señalado como responsable, también se gestan obligaciones sustanciales,
tal es así, como la restitución íntegra del daño causado, la cual puede adoptar la
forma de restitución de derechos, de indemnización y de satisfacción; debiendo
entenderse la restitución o reparación como el restablecimiento del individuo a la
situación en que se encontraba antes de los hechos violatorios a sus derechos,
constituyen las acciones del Estado, a nombre de la sociedad, que buscan
reconocer y resarcir en la medida de lo posible, el daño producido, reafirmando la
dignidad de las víctimas y su condición de ciudadanos plenos. Es decir, la
reparación debe expresar el reconocimiento a las víctimas como individuos y
ciudadanos cuyos derechos han sido violados, el reconocimiento de la
responsabilidad del Estado en las violaciones, así como el compromiso público de
responder por el impacto persistente que las violaciones tienen en la vida de las
víctimas. De este modo, la reparación es a la vez una obligación del Estado y un
derecho de las víctimas, siempre que esta sea materialmente posible, caso
contrario, deberán buscarse otras formas de reparación.

En ese tenor, es de vital importancia señalar, que actualmente nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a todos los
servidores públicos a observar, proteger, respetar y garantizar los derechos
humanos, y en caso de vulneración de estos, se investigue y repare tal hecho, por
lo que en concordancia con el principio pro persona, es apremiante su aplicación al
caso concreto; disposición que se trascribe a continuación.

“Artículo 1(…)
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los
términos que establezca la ley…”
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b).- De la sanción

Aunado a la reparación del daño y siguiendo la lógica jurídica de
investigación, acreditación de hechos que vulneran derechos humanos, señalar la
responsabilidad de servidores públicos, y determinar la forma de reparar lo
trasgredido, es fundamental recomendar al Estado, que en su función de ente
garante de los derechos humanos, emita el reproche jurídico correspondiente a
estos últimos, por lo que es necesario que finque  la ejecución de  sanciones
previstas en los ordenamientos que regulan su actividad, con motivo del ejercicio
indebido de su cargo, y asimismo, tener un impacto en la sociedad que asegure
que dichos actos no se vuelvan a repetir, llevándose a cabo por la vía procesal
correspondiente.

Por lo cual, los procedimientos antes mencionados, deberán ser aplicados
conforme a lo dispuesto por los artículos 2, 46 y 47 fracciones I y XXI de la Ley de
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado, que de manera literal
señalan lo siguiente:

“Artículo 2.- Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos mencionados en
el párrafo primero del artículo 66 Constitucional y en el párrafo primero del
artículo 68 y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos
económicos de carácter público.”

“Artículo 46.- Incurren en responsabilidad administrativa los servidores
públicos a que se refiere el artículo 2º de esta Ley.”

“Artículo 47.-Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que
deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y
cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y a las sanciones que
correspondan, sin perjuicio de sus derechos laborales.- I.- Cumplir con la
máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de
cualquier acto u omisión que cause la suspensión  o  deficiencia  de  dicho
servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o
comisión;...”
“...XXI.- Abstenerse de cualquier conducta que implique incumplimiento de
cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público;...”

Asimismo dicha responsabilidad deriva por su calidad de servidores públicos
de acuerdo a lo establecido en los artículos 66, 67, fracción III y 71 de la
Constitución Política Local.

Artículo 66.- “...Para los efectos de las responsabilidades a que alude este
título, se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección
popular, a los miembros del Poder Judicial, a los funcionarios y empleados, y,
en general a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión, de
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cualquier naturaleza en cualquiera de los Poderes del Estado y en la
Administración Pública Municipal, los que serán responsables por actos u
omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones...”

Artículo 67.- “...La Legislatura del Estado, expedirá la Ley de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y las demás normas
conducentes a sancionar a quienes, teniendo este carácter incurran en
responsabilidad de acuerdo con las  siguientes prevenciones: ...III.- Se
aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por aquellos
actos y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos,
cargos o comisiones...”

Artículo 71.-”...Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los
servidores públicos determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de
sus funciones, empleos, cargos y comisiones, las sanciones aplicables por los
actos u omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las
autoridades para aplicarlas...”

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto, los siguientes criterios de
Jurisprudencias:

RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES PUBLICOS. SUS
MODALIDADES DE ACUERDO CON EL TITULO CUARTO
CONSTITUCIONAL. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 108 al 114
de la Constitución Federal, el sistema de responsabilidades de los servidores
públicos se conforma por cuatro vertientes: A).- La responsabilidad política
para ciertas categorías de servidores públicos de alto rango, por la comisión
de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos
fundamentales o de su buen despacho; B).- La responsabilidad penal para los
servidores públicos que incurran en delito; C).- La responsabilidad
administrativa para los que falten a la legalidad, honradez, lealtad,
imparcialidad y eficiencia en la función pública, y D).- La responsabilidad civil
para los servidores públicos que con su actuación ilícita causen daños
patrimoniales. Por lo  demás, el sistema descansa en un principio de
autonomía, conforme al cual para cada tipo de responsabilidad se instituyen
órganos, procedimientos, supuestos y sanciones propias, aunque algunas de
éstas coincidan desde el punto de vista material, como ocurre tratándose de
las sanciones económicas aplicables tanto a la responsabilidad política, a la
administrativa o penal, así  como la inhabilitación prevista para las dos
primeras, de modo que un servidor público puede ser sujeto de varias
responsabilidades y, por lo mismo, susceptible  de  ser sancionado  en
diferentes vías y con distintas sanciones.
Amparo en revisión 237/94. Federico Vera Copca y otro. 23 de octubre de
1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria:
Adriana Campuzano de Ortiz.
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el quince de abril en curso,
aprobó, con el número LX/1996, la tesis que antecede; y determinó que la
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votación es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. México, Distrito
Federal, a quince de abril de mil novecientos noventa y seis.
[TA]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo III, Abril de 1996; Pág. 128

EMPLEADOS PUBLICOS  O FUNCIONARIOS, RESPONSABILIDAD EN
QUE PUEDEN INCURRIR LOS. El funcionario o empleado público es
responsable del incumplimiento de los deberes que le impone la función que
desempeña. La responsabilidad puede ser de índole administrativa, civil o
penal. La responsabilidad administrativa se origina por la comisión de faltas
disciplinarias y da lugar a la imposición de correcciones de carácter también
disciplinarias. La fracción I, del artículo 238, del Reglamento de la Ley
Orgánica de la Contraloría de la Federación, que establecía las tres clases de
responsabilidades que se acaban de mencionar, definía la primera de ellas en
los siguientes términos: administrativas, cuando se refieren a faltas u
omisiones en el desempeño de las labores y que  pueden  ser corregidas
mediante procedimientos puramente administrativos. Se está en presencia de
la responsabilidad civil cuando el incumplimiento de las obligaciones públicas
se traduce en un menoscabo en el patrimonio del Estado. En este caso se
trata de una responsabilidad exclusivamente pecuniaria, que se establece con
el único fin de resarcir al Estado de los daños sufridos. La fracción II, del
precepto invocado, consideraba como responsabilidades de ese tipo aquellas
que provengan de faltas o errores cometidas en el manejo de fondos o bienes
que traigan aparejada la pérdida o menoscabo de dichos bienes; o las que se
originen por no satisfacer las prestaciones derivadas de contratos celebrados
con el Gobierno Federal o sus dependencias; y por último, las que emanan de
la comisión de un delito y se incurre en responsabilidad penal cuando en el
ejercicio de sus funciones, el empleado o funcionario ejecuta un hecho que la
ley considera como delito. La fracción III, del mismo artículo 238, empleaba la
siguiente definición: penales, cuando provengan de delitos o faltas previstos
por la ley  penal. La fuente de las tres clases de responsabilidades se
encuentra en la ley, de tal manera que en todo caso tendrá que ocurrirse al
derecho positivo para determinar la responsabilidad correspondiente a un
hecho determinado, si el autor puede ser simultáneamente responsable en los
tres órdenes, por la misma falta, y la autoridad puede declararla.
Amparo administrativo en revisión 1203/42. Quesnel Acosta Gorgonio. 19 de
abril de 1944. Unanimidad de cuatro votos. El Ministro Franco Carreño no
intervino en este asunto por las razones que se asientan en el acta del día.
Relator: Gabino Fraga.
[TA]; 5a. Época; 2a. Sala; S.J.F.; Tomo LXXX; Pág. 848

La falta cometida por el agente del Ministerio Público, puede dar lugar a que
se le sancione conforme lo establece la Ley de Responsabilidades de los
Servidores públicos, así  como puede corresponderle responsabilidad penal,
pues la dilación en que incurrió, por más de 3 años, hace posible que pueda
actualizarse el tipo penal establecido en el artículo 269 fracción II y 271 fracción III,
que a la letra indican lo siguiente:

“Artículo 269.- Se aplicará prisión de uno a cinco años y multa de cien a
trescientos días multa al servidor público que: II.- Ejecute un acto, o incurra en
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una omisión, que dañe jurídicamente a alguien o le conceda una ventaja
indebida; …”

“Artículo 271.- Se aplicará prisión de uno a cinco años y multa de cien a
trescientos días multa al servidor público que: III.- Retarde o entorpezca la
administración de justicia,…”

Resulta oportuno aclarar, que la normatividad citada, corresponde a la
vigente al momento de suscitarse los hechos materia de la presente.

Por lo expuesto y fundado esta Comisión Estatal de Derechos Humanos,
tiene a bien emitir con todo respeto el siguiente:

IV.- R E S O L U T I V O:

Recomendación número 188/2013: Se remita copia de la presente
Recomendación al agente del Ministerio Público Investigador a efectos de que se
inicie la averiguación previa correspondiente, en cuanto a la participación de los
servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado, que
intervinieron en la irregular integración de la averiguación previa número CAR-I-
038/2008, para lo cual deberá darse vista al interesado para que en su caso
exprese lo que a su derecho convenga.

Recomendación número 189/2013. Se instruya al Ministerio Púbico que
conozca de la averiguación previa que se inicie, a efecto de que se le dé a
conocer la totalidad de los derechos que en su favor consagra la Constitución
Política de los Estado Unidos Mexicanos, en su calidad de ofendido; asimismo,
debiendo realizar todas y cada una de las actuaciones que se estime pertinente
para su debida integración.

Recomendación número 190/2013: En caso de que la parte interesada, no
cuente con asesor particular, se instruya al Asesor Jurídico adscrito a la Agencia
correspondiente, a efectos de que en la averiguación previa que se inicie, brinde a
RCF, orientación y asesoría que estime adecuada y acorde a los hechos
denunciados, indicándole que pruebas en su caso es factible aportar, en caso de
que cuente con ellas, particularmente las relacionadas con la reparación del daño,
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debiendo explicar de manera concreta las formas previstas por la legislación para
acreditar su existencia y montos.

Recomendación número 191/2013: Se recomienda instruir a todo su
personal adscrito a la Agencia Cuarta Investigadora de Cárdenas, Tabasco, sobre
“Derechos Humanos y Administración de Justicia”, “Ética Profesional” y “Derecho
de Petición”, para lo anterior, salvo mejor opinión de Usted, la Secretaría Técnica
de este Organismo   Público queda   a   su disposición para   impartir dicha
capacitación, previa solicitud.

Recomendación número 192/2013: Se recomienda gire sus apreciables
instrucciones a quien corresponda, a efecto de que conforme a la normatividad
nacional, los instrumentos jurídicos internacionales suscritos por el Estado
Mexicano y los criterios generados por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos al respecto, se reparen los daños ocasionados al C. RCF.

La presente Recomendación de acuerdo con lo señalado en el artículo 4, de
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco, tiene el carácter
de pública y se emite con el propósito fundamental, tanto de hacer una declaración
respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos en el ejercicio
de la facultad que expresamente les confiere la ley, como de obtener la
investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas o
cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones,
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida.

Las Recomendaciones de esta Comisión Estatal de Derechos Humanos no
pretenden, en modo alguno, desacreditar a las instituciones, ni constituyen una
afrenta o agravio a las mismas o a sus titulares, sino que, por el contrario, deben
ser concebidas como un instrumento indispensable en las sociedades
democráticas y los Estados de Derecho para lograr su fortalecimiento a través de
la legitimidad que con su cumplimiento adquieren autoridad y funcionarios ante la
sociedad. Dicha legitimidad se fortalecerá de manera progresiva cada vez que se
logre que aquéllas y éstos sometan su actuación a la norma jurídica y a los
criterios de justicia que conlleva el respeto a los Derechos Humanos.

De conformidad con los artículos 46, párrafo segundo de la Ley de la
Comisión Estatal de derechos Humanos de Tabasco y 121 de su Reglamento,
solicitó a Usted que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en
su caso, nos sea informada dentro del término de 15 días hábiles siguientes a su
notificación.

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, solicito a Usted que,
en su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación
que se le dirige, se envíen a esta Comisión Estatal dentro de un término de 15
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días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar
sobre la aceptación de la misma.

La falta de respuesta a esta recomendación; o en su caso, de la presentación
de pruebas, dará lugar a que se interprete que la presente recomendación no fue
aceptada. Por lo que independientemente de la notificación que se deberá enviar
al quejoso en términos de Ley, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de
Tabasco quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia.

F R A T E R N A L M E N T E

Dr. JMAS
P R E S I D E N T E
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